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INTRODUCCIÓN 
El Estado surge como una necesidad social de agrupac ión con 
interdependencia que existe entre grupos humanos, que crean una persona 
jurídica a la que denominan órgano de gobierno; cuya función principal es el " 
bien común " órgano al que con el fin de que cumpla con el propósi to de su 
creación se le dota de soberanía, orden jurídico y patrimonio. 
El órgano de gobierno a fin de cumplir con la función encomendada se 
divide en Gobierno y Administración Pública, tomando el pr imero la fo rma de 
creador y controlador del derecho y la segunda t iene la función de prestadora de 
servicios, siendo esta última la que anal izaremos en el cuerpo de este trabajo. 
En la actual idad la actividad que desarrol la la Adminis t rac ión Pública como 
prestadora de servicios, cada día se observa en una forma más compleja y 
variada, requir iendo con ello la modernización de un estado de derecho, que si 
bien se han hecho intentos por simplif icar estos procedimientos en la Ley de 
Responsabi l idades de los Servidores Públicos como se observa en la misma este 
procedimiento no es tan sencil lo de aplicar por el c iudadano común como lo 
podemos ver en el cuerpo de nuestro trabajo ya que estos intentos dan un 
resul tado l imitante que no da respuesta real a las necesidades de la c iudadanía 
creando rezagos e inconformidad en los procedimientos existentes, toda vez que 
no se logra con los mismos el resultado deseado y que es la sat isfacción de los 
gobernados ya que este primero t iene que investigar en donde puede presentar 
su queja para poder así reclamar el pago por el daño sufr ido, en donde a fin de 
que se estudie su queja deberá llevar a cabo un procedimiento previo el cual no le 
garant iza a el c iudadano el pago que reclama ya que el procedimiento 
administrat ivo solo es un procedimiento disciplinario cuya disposición esta sujeta 
a que las dependencias, ent idades o la Secretar ia de Contraloría y Desarrol lo 
Administrat ivo reconozcan la responsabi l idad de indemnizar, de lo que resulta de 
que en caso de que no se reconozca dicha responsabi l idad el gobernado tendrá 
que promover el juicio que corresponda a fin de obtener el pago rec lamado esto 
después de aprox imadamente 3 meses que según la Ley es el t iempo que puede 
tardar la resolución del Juicio Administrat ivo Discipl inario , esto sin tomar en 
cuenta que día a día, se están generando riesgos en perjuicio de sus gobernados, 
en los que se ocasionan daños, resultando indefect ib lemente una responsabi l idad 
para la Administ rac ión Pública pero que los mismos en muchos de los casos 
t ienen que soportarlos, ya que bajo el inveterado esquema que presenta la 
legislación que nos rige actualmente, no es posible exigir la reparación de daños 
d i rectamente a la Administración Pública, quien es el verdadero garante, v iéndose 
el gobernado en la imposibi l idad de responsabil izar de la conducta desp legada en 
contra del mismo a la Administración Pública siendo este el mot ivo que da origen 
a nuestra propuesta toda vez que es el gobernado el que t iene que recurrir a 
qu ien de acuerdo a la apreciación del Código sustant ivo aparece como 
responsable y que desafor tunadamente es el servidor quien es somet ido a un 
procedimiento donde se le obliga a defenderse y a probar que la conducta 
reprochada es ajena totalmente a su vida de gobernado, pero inherente a su 
función de servidor público siendo inclusive objeto de condena en sus bienes 
part iculares en los cuales puede sufrir el menoscabo de los mismos, sin que el 
Estado hasta ese momento sea afectado en lo más mínimo en sus intereses salvo 
el caso, en el que el gobernado carece de bienes o si estos son insuf ic ientes para 
cubrir el monto de la condena, es cuando en ese momento le resulta al Estado 
responsabi l idad accesoria a nombre del servidor público causante del daño. 
Con base a lo expuesto en el apartado inmediato anterior se ha considerado 
que nuestro estudio t iene como f inal idad analizar la existencia o inexistencia de 
responsabi l idad de pago al amparo de nuestra Const i tución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos como ley suprema, y de la cual der ivan las leyes 
secundar ias aplicables que regulan los casos concretos en los que por concepto 
de reparación de daño le debería corresponder al Estado en lugar de 
corresponder le como se ha venido sucediendo al servidor público, esto en el 
plano patr imonial de responsabi l idad en virtud de que la conducta desp legada se 
realiza en función del desempeño de la actividad del servidor público en la 
Adminis t rac ión Pública en donde con motivo de la misma se pueden ocasionar 
daños en perjuicio de los gobernados. 
Con el fin de lograr nuestro objetivo se procura fundamentar 
legislat ivamente la implementación de la responsabi l idad patr imonial que le 
corresponde a la Administración Pública, determinando hasta donde concede 
nuestra legislación vigente atribuirle responsabi l idad y en su caso, proponer las 
innovaciones pert inentes para este efecto, esto claro sin caer en circunstancias 
casuíst icas atendiendo para ello la necesidad social que implica. 
Para poder atender las bases legislativas se requiere fundamentar el 
análisis con un soporte suficiente para atribuir la responsabi l idad patr imonial a la 
Adminis t rac ión Pública, s iendo necesario para poder llevar el estudio jurídico 
dividir la presente propuesta en cuatro capítulos, estructurados de una manera 
accesible y senci l la en la que se abarque el problema medular que diera or igen a 
la inquietud que ahora se plantea de la siguiente manera: 
En el primer capítulo real izaremos un estudio de la f igura Estado así como 
su personal idad, abarcando sus elementos constitut ivos, y sus caracteres 
signif icativos, con la f inalidad de establecer un concepto claro para determinar en 
que casos puede ser sujeto de responsabi l idad patr imonial. 
En el segundo capítulo, hacemos una exposic ión de los t ipos de 
responsabi l idad que se establecen en nuestra legislación, para pasar al estudio 
del actual s istema de responsabi l idad patrimonial., mediante la exposic ión de 
criterios para sustentar la responsabi l idad patr imonial de la Administ rac ión 
Pública, así como las condiciones y supuestos que cons ideramos necesar ios; 
esto con la f inal idad de llegar a establecer una propuesta de reforma que 
consideramos necesaria al Código Civil v igente en el Estado de Nuevo León. 
En el tercer capítulo, denominado la exigibi l idad de la responsabi l idad 
patr imonial de la Administración Pública, hacemos referencia a las vías 
procésales que actualmente se encuentran vigentes, tanto en el La Ley Federal 
del procedimiento Administrat ivo, la Ley de Responsabi l idades de los Servidores 
Públicos, el Código de Procedimientos Civiles del Estado, así como en el de 
Procedimientos Penales, para llevar a cabo el pago de la reparación de daños y 
perjuicios, con la f inal idad de exponer lo ineficiente que resulta para el gobernado 
tramitar cualquiera de estos procesos. 
Por últ imo el capítulo cuatro en el que proponemos la vía procesal que 
cons ideramos idónea para llevar a cabo la reparación de daño a que nos 
refer imos la que junto con la reforma propuesta en el capítulo segundo nos daría 
como resultado la confianza y seguridad de que la Adminis t rac ión en real idad 
cumple con su función de proporcionar el bien común a los gobernados lo que 
redundaría en una mayor efectividad y eficacia en su función de prestadora de 
servicios con lo que se lograría el consenso que es el que legit ima a la autoridad. 
En la investigación que real izamos para la elaboración de este trabajo, nos 
encont ramos con que, a pesar de que en la doctr ina mexicana se han hecho 
diversos estudios sobre el tema, mismos que en su mayoría, encuentran su 
fundamento en posturas de derecho comparado, "ninguna" de estas propuestas 
ha sido tomada en cuenta hasta la fecha, por los legisladores, ni federales ni 
estatales. 
Nuestra investigación encuentra su base en estudios de autores nacionales, 
como son Agust ín Basave Fernández del Valle, Alvaro Cast ro Estrada, Gab ino 
Fraga, Miguel Acosta Romero, Francisco Porrúa Pérez, Luis Humber to Delgadil lo 
Gut iérrez, entre otros; así como en jur isprudencia y legislación tan to estatal como 
federal, haciendo la observación que el presente estudio se encuentra redactado 
de manera exposit iva y pretende expresar el análisis en un lenguaje claro y 
sencil lo. 
PLANTEAMIENTO DEL PROBLEMA 
Porque se debe considerar que el Estado es responsable de todos y cada 
uno de los daños o perjuicios que se ocasionen al c iudadano por el servidor 
públ ico si estos daños o perjuicios son comet idos por el funcionar io en el ejercicio 
o desempeño de su trabajo si éste, es considerado por el legislador como servidor 
públ ico según lo dispuesto por el artículo 108, Título Cuarto de la Const i tución 
Polít ica de los Estados Unidos Mexicanos en el cuál se establece 
especí f icamente a quien se le considera como servidor público, y por su parte el 
correlat ivo 105 de la Consti tución del Estado Libre y Soberano de Nuevo León, en 
el que se p lasma de igual manera quienes son considerados como servidores 
públicos, así mismo en estos ordenamientos se encuentran p lasmadas y 
establecidas además las obl igaciones de los mismos. 
Por lo que resulta incongruente que el c iudadano tenga que recurrir a un 
juicio en contra de quien se considera como empleado del Estado a fin de poder 
recibir la reparación del daño más aún si tomamos en cuenta que el Código Civil 
establece que la empresa es responsable de los daños y per ju ic ios que sean 
ocasionados por sus empleados, de aquí el problema que nos plantea el pago de 
la reparación de daño a que se hace referencia en este trabajo. 
JUSTIFICACION 
Se debe analizar este planteamiento ya que se necesita e laborar nuevas 
leyes que establezcan el procedimiento a seguir en forma rápida y expedi ta para 
que el Estado cumpla con las obl igaciones contraidas para con los c iudadanos ya 
que la Administ rac ión Pública es responsable de los daños y perjuicios que sean 
ocas ionados por sus empleados en su carácter de empleadora. 
Lo que se debe establecer en primer término es conocer los mot ivos por los 
que el Estado que tiene personal idad moral y jurídica no cumple con el c iudadano 
su obl igación solidaria en caso de pago de reparación de daños, además deberá 
de plantearse una solución con la cuál se logre involucrar al Estado a cumplir con 
su obl igación solidaria para con sus empleados protegiendo así los derechos del 
c iudadano, adaptándose así a! t iempo en que se vive, tomando en cuenta 
s iempre el sentir de la ciudadanía. 
OBJETIVOS 
1.- Buscar la forma de provocar la mayor part icipación del Estado en los procesos 
de Pago de Reparación de Daño a favor de la ciudadanía. 
2.- Fomentar la conf ianza del c iudadano en el servidor público y en consecuencia 
en el Estado. 
3.- Proponer las reformas aplicables a fin de obtener la part icipación del Estado 
en el caso de Pago de Reparación de Daño a favor de la ciudadanía, sin 
tener que recurrir a procedimientos legales largos, ted iosos y por demás 
costosos. 
HIPOTESIS 
En el s istema legal mexicano se ha olvidado que el servidor público no es 
más que un empleado del Estado y que las faltas que el mismo provoque en el 
desempeño de su función son responsabi l idad del Estado como empleador y en 
consecuencia es este el responsable del pago de Daños y perjuicios que se 
ocas ionen involuntariamente por descuido o negl igencia sin que el c iudadano 
sufra el menoscabo de su patr imonio con la convicción de que en el Estado 
principian y terminan las responsabi l idades que recaigan en sus servidores. 
Fomentar la conf ianza del c iudadano en el Estado así como en los 
servidores públicos respecto de los actos que realicen, lo que dará como 
resultado una mayor participación y menor evasión de la c iudadanía en los actos 
en los cuales el c iudadano tiene la obl igación de participar, sin la neces idad de 
util izar medidas coercitivas. 
MARCO TEÓRICO 
El marco teórico de este trabajo se desprende de las disposiciones contenidas en: 
A) Artículo 108 de la Consti tución Política de los Estados Unidos Mexicanos. 
B) Artículo 105 de la Consti tución Política del Estado de Nuevo León. 
C) Artículos 1927 del Código Civil para el Distrito Federal. 
D) Art ículos 1807, 1810, 1812, 1814, 1815, 1824, 1825, 1826, 1827, 1828,1829, 
1834, 1919, 2006, 2856, del Código Civil del Estado de Nuevo León 
E) Artículos 638, 642, 398, 399 del Código de Procedimientos Civiles del Estado 
de Nuevo León 
F) Artículos 141, 145, 147 del Código Penal del Estado de Nuevo León 
G) Art ículos 471, 472, 473, 474, 475, 477, 478, 479, del Código de 
Procedimientos Penales del Estado de Nuevo León. 
CAPITULO PRIMERO 
EL ESTADO y SU PERSONALIDAD JURÍDICA 
1.1. CONCEPTO DE ESTADO 
Como condición o presupuesto previo a nuestro estudio, cons ideramos 
conveniente conceptuaí izar al Estado en forma completa de acuerdo a lo que algunos 
jur istas han propuesto para conceptualizarlo. 
Para el jurista Francisco Porrúa Pérez el Estado es: 
"Una sociedad humana, asentada de manera permanente 
en el territorio que ie corresponde, sujeta a un poder soberano que 
crea., define y aplica un orden jurídico que estructura la sociedad 
estatal para obtener el bien público temporal de sus componentes".1 
Creemos que este concepto enuncia de una forma incompleta lo que es el Estado, 
ya que según nuestra muy particular opinión, cabría agregar que, éste existe, no porque un 
grupo de personas sólo se establece en un determinado territorio, sino que dicha existencia 
se sustenta en la voluntad de agruparse para dotar a un que dicha existencia se sustenta en 
la voluntad de agruparse para dotar a un ente distinto a cada uno de ellos, de la soberanía 
que or ig inalmente les pertenece. 
V O K K Ú A P É R E Z , Franc isco . Teor ía del Es tado . V i g é s i m o oc tava Edic ión, Méx ico , Edi tor ia l Porrúa, 
1996. p. 198 
También creemos que sería necesario agregar, como ya lo menc ionamos, que para 
que el Estado pueda llevar a cabo sus actividades, debe contar con un patr imonio 
determinado. 
Por su parte el jurista Miguel Acosta Romero concibe al Estado como: 
"La organización política de una sociedad humana 
establecida en un territorio determinado, bajo un régimen jurídico, con 
independencia y autodeterminación, con órganos de gobierno y de 
administración que persiguen determinados fines mediante 
actividades concretas"2 
Este concepto a pesar de ser muy objetivo, op inamos que carece de un elemento 
que debiera incluirse en forma más precisa, como lo es la soberanía que per tenece a la 
colectividad y que se deposita en el Estado. 
De esta forma, y en el afán de establecer un criterio unif icador, que nos sirva de 
referencia para el desarrol lo del presente trabajo, podemos llegar a conceptual izar al Estado 
como una persona jurídica de derecho público, en quien reside la soberanía originaria de la 
población que lo forma, asentada permanentemente sobre un territorio determinado, que 
actúa bajo las disposiciones de un orden jurídico, cuyas funciones deben ser encaminadas a 
lograr el bien común de la colectividad, creando órganos de gobierno y con un patr imonio 
determinado para llevar a cabo las actividades que le han sido encomendadas. 
De lo que se desprende que el Estado se conforma de varios e lementos que 
debemos analizar, así como sus características esenciales. Por lo tanto, comenzaremos por 
identificar esos elementos, en los siguientes apartados. 
2 A C O S T A R O M E R O , Miguel . . Teor ía Gene ra l de l De recho Admin is t ra t i vo . Oc tava Edic ión, Ed i tor ia l 
Porrúa, Méx ico . 1988. p .60 
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1.2. Población 
El Estado se crea por la voluntad de la sociedad o población, como una necesidad 
de asociación persiguiendo un fin común que les dé unidad. Toda vez que desde que el ser 
humano existe, ha tenido la necesidad de relacionarse con otros individuos, creando así 
grupos sociales, ya sean de carácter familiar, religioso, social o bien económicos; dándose 
asi un fenómeno de interdependencia entre ellos; sin embargo, estos grupos para tener una 
representat ividad frente a otros, requieren del reconocimiento, de algo que los una a todos 
por su propia voluntad; y que esa voluntad se constituye por la que cor responde a las 
personas físicas encargadas de realizar las actividades estatales ejerci tando la soberanía, 
esto es, los gobernantes. Ya que los actos de los gobernantes en el ejercicio de la 
soberanía, no son actos que se consideran individuales, sino actos del Estado. 
Es así como podemos ver al Estado, como un ente creado por la voluntad popular, 
pero que dicha voluntad no constituye un conjunto de voluntades aisladas, sino que la 
voluntad es una sola, la de la población que conforma a dicho Estado. 
Ahora bien, no basta la voluntad de grupos sociales v inculados entre sí, para af irmar 
que fo rman un Estado; ya que se requiere de otros e lementos que también son 
indispensables para darle forma. 
1.3. Territorio 
Así vemos entonces, que la población como primer e lemento consti tut ivo del 
Estado, requiere establecerse en un lugar físico y permanente para el desarrol lo de sus 
actividades como comunidad, s iendo de esta forma que la soc iedad humana, 
independientemente de lo numerosa que sea, se asienta en un territorio determinado, sea 
extenso o no. 
Sin embargo, el territorio no es sólo un lugar físico para el asentamiento humano, 
sino que además es la "porción del espacio en que el Estado ejercita su poder" .3 Pero 
debemos advert ir que este poder no se ejerce en sí mismo sobre el territorio, sino sobre las 
personas que en él habitan como nación. 
Por esto creemos conveniente hacer una breve distinción entre lo que es Nación y lo 
que es Estado. 
Para agrupar a los individuos que forman el Estado, no basta con tener un 
asentamiento físico para el desarrol lo de sus actividades; sino que además es necesario un 
vinculo que les dé unidad como sociedad, siendo esto la nacionalidad. 
Una Nación la podemos entender, según expresa el jur ista Agust ín Basave 
Fernández del Valle, como: un conjunto de hombres que, hablando la misma lengua, se 
acomodan a las mismas costumbres y se hallan dotados de las mismas cual idades morales, 
que ios di ferencian de otros grupos de igual naturaleza."4 
Ya que la nación es la sociedad natural y el Estado es la sociedad jur íd icamente 
organizada. 
De esta forma, entendemos que la Nación es el aspecto sociológico del Estado, 
mientras que el territorio es el aspecto físico, que le da forma espacial geográf icamente, que 
delimita el ámbito de competencia del Estado y fija f ronteras para llevar a cabo su cometido. 
3 G A R C Í A M A Y N E Z , Eduardo . In t roducc ión al Estud io de Derecho , C u a d r a g é s i m a cuar ta Ed ic ión, 
México, Edi tor ia l Por rúa , 1992, p. 98 
1.4. Orden Jurídico 
Si consideramos que el Estado, tal y como lo señalamos, es creado por la vo lun tad 
de las pe r sonas q u e lo in tegran y que se desar ro l la den t ro de un territorio determinado, 
requiere también un conjunto de normas jurídicas que sean creadas y aceptadas por la 
propia sociedad, con la f inalidad de que todas las actividades que se lleven a cabo, 
encuentren una just i f icación legal que les dé validez frente a otros grupos sociales y de esta 
forma preservar el orden y la legalidad de la sociedad, siendo así como "a través del orden 
jurídico, da fuerza a las demás asociaciones que se encuentran dentro del mismo, y en 
consecuencia, absorbe a los individuos que se encuentran dentro del radio de su poder".5 
P u d i e r a p e n s a r s e q u e el d e r e c h o es c r e a d o por el Es tado , p e r o e n rea l i dad 
é s t e "no h a c e s ino r e c o n o c e r y def in i r un o r d e n j u r í d i co d e t e r m i n a d o " , po r c o n c r e c i ó n 
y d e t e r m i n a c i ó n de l D e r e c h o Na tu ra l . 6 
Es así como el Estado, que sé auto limita mediante el reconocimiento que hace del 
orden jurídico, a la vez lo aplica y sanciona por la necesidad de mantener la legal idad entre 
cada uno de los individuos que lo forman y de ellos en su relación con éste. 
1.5. Poder Público 
Como cuarto elemento tenemos al Poder Público el cual puede ser concebido, como 
el medio por el cual el Estado ejerce su autoridad sobre las personas y las cosas que se 
encuen t ran bajo su ju r i sd icc ión . Es, a t ravés de éste, que puede el Es tado impone r el 
a B A S A V E F E R N Á N D E Z D E L V A L L E . Agus t ín Teor ía del Es tado. México, Edi tor ia l Jus , 1955. p.75 
5 P O R R Ú A P É R E Z , Franc isco . Teor ia del Estado, V i g é s i m o oc tava Edic ión, México, Edi tor ia l Porrúa, 
1996 p. 196 
6 B A S A V E F E R N Á N D E Z DEL V A L L E . Agus t ín . Ob. Cit. P. 89 
orden jurídico y hacer cumplir sus determinaciones, es decir, es el poder de mando, que por 
voluntad de la población, se le confiere. 
Sin embargo, no debemos visualizar al Estado, como un ente superdotado, cuyas 
decisiones deben ser acatadas por toda la colectividad, sin l imitación alguna, ya que, como 
lo señalamos, el poder público debe estar siempre enmarcado por un orden jurídico. Esto es 
que el Estado solo puede ejercer este poder si se encuentra consignado en una ley. 
Ahora bien, debemos tomar en cuenta que la autor idad o poder público que se le 
reconoce al Estado, se lleva a cabo de dos formas distintas: como Gobierno y corno 
Administración Pública. Veamos a continuación cuál es la diferencia entre éstas 
.5.1. Gobierno y Administración 
P o d e m o s dec i r q u e ei G o b i e r n o es el a s p e c t o f o r m a l d e e s t e e l e m e n t o ya 
q u e " se m a n i f i e s t a c o n c r e t a m e n t e en las d e c i s i o n e s d e c a r á c t e r g e n e r a l c r e a d o r a s 
del d e r e c h o pos i t i vo y d e c i s i o n e s d e ca rác te r par t i cu la r , t o m a d a s e n v is ta d e c a s o s 
c o n c r e t o s q u e la a u t o r i d a d resue l ve d i r i g iendo la m a r c h a de l E s t a d o " . 7 
Siendo entonces que por gobernar entendemos la labor que la autor idad t iene de 
dirigir a los individuos que están bajo su mando, es decir, la v isual izamos como la función de 
un policía que vigila para mantener el orden y cuando existe un confl icto interviene con 
carácter de autoridad. 
De esta forma podemos decir que el Gobierno tiene a su cargo la d i r ecc i ón y 
o r i en tac ión de las ac t i v i dades púb l i cas y p r i vadas , t e n i e n d o la facul tad de formular 
mandatos y de exigir que se realicen actividades para la satisfacción de las necesidades 
colectivas. 8 
Pero como la función del Gobierno es muy amplia requiere para ello, crear órganos 
que le den formal idad a su actividad. Es así como a través de los órganos leg i s la t i vo , 
j ud i c i a l y e j ecu t i vo , realiza dichas actividades, que a cont inuación expl icamos brevemente. 
La f u n c i ó n leg is la t i va tiene a su cargo la elaboración de las leyes que conforman 
el ordenamiento jurídico al cual se encuentra sometido tanto el Estado, en su carácter de 
autoridad, como aquellos que lo integran. 
Esta función legislativa a su vez la podemos dividir doctr inalmente en ordinaria y 
consti tuyente, s iendo que la primera es aquella por la cual se crean todas las leyes que 
regulan " las relaciones de los particulares entre sí o la estructura de los organismos 
mediatos del Es tado . " 9 
Por otra parte la función legislativa consti tuyente t iene como objet ivo la creación y 
elaboración de las normas que han de regir la estructura fundamenta l del Estado, o sea la de 
sus órganos inmediatos o constitucionales. 
Con respecto a esto, algunos jur istas consideran la facultad de elaborar la Norma 
Suprema de la Nación, es decir, la Constitución, como una función aparte " la Const i tuyente" 
sin embargo, c reemos que ésta, como lo señalamos, viene a ser una división de la función 
legislativa que ya expl icamos. 
7 P O R R Ú A P É R E Z . Franc isco Ob Cit., p. 305 
O 
S E R R A R O J A S . A n d r é s Teor ía Genera l del Es tado Librería de Manue l Por rúa , S.A. , Méx ico , 1964, 
p. 3 1 9 7 
a S E R R A R O J A S , Andrés . Teor ía Genera l del Es tado Ob. Cit. P .3197 
Veamos ahora brevemente lo que es la f u n c i ó n j u r i s d i c c i o n a l . Ésta consiste en la 
realización de actos para la solución de un conflicto de derecho preexistente,10 es decir, va 
encaminada a la tutela del orden jurídico y a la aplicación de la ley en los casos en que se 
suscite un confl icto entre particulares o entre éstos y e! poder público, a t ravés de un proceso 
o procedimiento judicial, con la f inalidad de preservar el orden público. 
Con respecto al ó r g a n o e jecu t i vo , podemos decir que es el encargado de llevar a 
cabo la ejecución de las normas jurídicas y de velar por su debido cumpl imiento. Sin 
embargo, esta no es la única función de dicho órgano, ya que también t iene a su cargo 
proveer de servicios públicos y satisfacer las necesidades de la colectividad, s iendo esta la 
labor que se lleva a cabo a través de la Administración Pública. 
Y siendo que la base de este trabajo es la responsabi l idad de los servidores 
públicos como ejecutores de la Administración Pública es por lo que cons ideramos necesario 
establecer el concepto de la misma: 
La Administración PObiica es ei conjunto de los órganos 
mediante los cuales el Estado, las entidades de la Federación, los 
Municipios y ios organismos descentralizados atienden a la 
satisfacción de las necesidades generales que constituyen el objeto 
de los servicios públicos" 
Fn r.nnspr. i i^nr ia t f tnpmns que La Administración Pública es la ejecución y 
observación de la política gubernamental , según ha sido del ineada por las autor idades 
competentes y por tanto a ella conciernen los problemas, poderes, organización y técnicas 
que llevan implícita la aplicación de las leyes y políticas formuladas por las dependencias 
gubernamenta les encargadas de ello. 
10 G A L I N D O C A M A C H O . Miguel. 1'coría del Esmdo Editores Mexicanos Unidos. S.A. México, 1969 p 305 
11. D E P INA V A R A . Rafael . D icc ionar io tíe Derecho, Editorial Porrúa 1980. p. 58. 
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La Administración Pública es la ley en acción, es la parte ejecutiva del gobierno. 
La Administ rac ión Pública centra su estudio en aquellos aspectos de organización, 
procedimientos y métodos que son comunes a la mayoría de las o f i c inas admin i s t ra t i vas . 
La ap l i cac ión del cue rpo de conoc im ien tos de esta disciplina a cualquier función especial 
como, d igamos, la de salubridad, puede conducirnos desde el nivel municipal al estatal, al 
nacional y aun al internacional. 
En consecuencia Administrar significa proveer servicios y éstos se convierten en 
públicos porque son para ei interés de la comunidad. Esta actividad implica varias tareas 
para la Adminis t rac ión Pública, ya que se deben determinar cuales son los intereses o 
necesidades que requieren ser administrados y una vez hecho esto, se deben organizar los 
servicios y la fo rma en que estos serán suministrados. 
Creemos conveniente señalar que siendo la Administración Pública la encargada, 
como ya lo indicamos, de prestar los servicios públicos que sean necesar ios para el 
desarrol lo de la comunidad, de lo que se entiende que es aquélla quien debe responder, en 
su caso, por las fal las que se presenten por la prestación de dichos servicios, considerando 
entonces que en un momento dado, se le reconocería responsabi l idad patr imonial a la propia 
Administración Pública. 
Así, Gobierno y Administración se complementan entre sí s iendo que el pr imero 
dirige y coordina la vida del Estado por medio de mandatos y demás disposic iones de 
carácter general; y a través de la Administración, es como se lleva a cabo la selección, 
coordinación y organización de las actividades de éste, con medios mater iales y con el 
personal adecuado. 
Cabe aclarar que los servicios que la Administración suministra, son tantos y tan 
variados, que requiere de la coordinación y participación de un número indeterminado de 
personas físicas que los lleven a cabo y siendo que este trabajo trata sobre el pago de daños 
y perjuicios ocasionados por estas personas, es por lo que consideramos de relevante 
importancia, hacer una breve referencia respecto a los servidores públ icos y sus distintos 
niveles de jerarquía, y por tanto, de la responsabil idad que se les puede atribuir. 
1.5.1.1.Servidores Públicos: Funcionarios, Empleados y 
Trabajadores 
El Estado, en tanto persona moral, debe actuar por conducto de sus representantes, 
entendiéndose por estos a personas físicas, luego entonces ambas líneas de actividad, es 
decir, gubernamenta les y administrativas, deben ser ejecutadas o l levadas a cabo por sus 
funcionarios, empleados y trabajadores, considerados todos en un género conocido bajo la 
denominación de servidores públicos. 
Por ésta razón creemos fundamental precisar, lo que se ent iende por servidores 
públicos, según lo que establece nuestra legislación vigente. 
Así podemos ver que en el primer párrafo del artículo 108 (anexo 1, P.139) de la 
Consti tución Federal, se señala como servidores públicos a: 
"Los representantes de elección popular, a los miembros 
del Poder Judicial Federal y del Poder Judicial del Distrito Federal, a 
los funcionarios y empleados y en general a toda persona que 
desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en 
la Administración Pública Federa/ o en el Distrito Federal así como a 
los servidores del Instituto Federal Electoral... " 
De lo anterior podemos resaltar que todas aquellas personas que son electas por 
voluntad popular para desempeñar un cargo público, son consideradas como servidores 
públicos, es decir, desde el Presidente de la República hasta los regidores locales, sin 
embargo, debemos aclarar que en el articulo citado también se enuncian como servidores 
públicos "a los funcionarios y empleados", por lo que apegándonos al sent ido literal del texto 
podríamos entender que todos los que trabajan para el Estado son servidores públicos. 
Lo anterior es correcto hasta cierto punto, ya que si bien es cierto que quienes 
desempeñan un trabajo para el Estado, están prestando un servicio de carácter público que 
es lo que los consti tuye en servidores públicos, también es cierto que no todos t ienen el 
mismo nivel de responsabi l idad y tal vez sea en esto en donde radica la principal diferencia. 
Es así como, según los siguientes criterios, podemos señalar la di ferencia que en la 
práctica existe entre los distintos cargos de servidores públicos. 
A lgunos jur istas consideran que la diferencia radica en la permanencia en el puesto 
o cargo, ya que mientras los funcionarios de elección popular son des ignados por un t iempo 
determinado, los empleados atienden su cargo por t iempo indefinido. Además de que 
señalan que los primeros, en algunos casos no reciben retribución alguna y los segundos sí, 
ya que por su carácter de empleados son trabajadores al servicio del Estado que s iempre 
percibirán un sueldo por la prestación del servicio. 
Otro criterio para diferenciarlos radica en la facultad de decisión con que cuentan los 
funcionarios y los empleados no, quienes sólo actúan como simples ejecutores de las 
órdenes de aquellos. También se considera que los funcionarios t ienen establecidas sus 
facultades en una ley, mientras que los empleados llevan a cabo su trabajo según lo que 
disponga su superior jerárquico. 
En la realidad práctica, ninguno de estos criterios es del todo correcto ya que todo 
depende del empleo, cargo o comisión que desempeñen tanto el funcionar io como el 
empleado, por lo que coincidiendo con el jurista Gabino Fraga, podemos indicar como 
principal di ferencia que el funcionario " supone un encargo especial t ransmit ido en principio 
por la ley, que crea una relación externa que da al titular un carácter representat ivo, mientras 
que el segundo (el empleado) sólo supone una vinculación interna que hace que su titular 
sólo concurra a la formación de la función pública.12 
Expresando esto en otros términos, los funcionarios públ icos son aquel las personas 
quienes actuando en nombre y por cuenta de un determinado órgano gubernamenta l , 
cuentan con las facul tades que la ley les ha conferido y que son necesarias para 
desempeñar su cargo o función en calidad de autoridad, mientras que los empleados 
públicos carecen de tales facultades. 
Ahora bien, sólo nos restaría por determinar quienes son los t rabajadores públicos. 
A estos los podemos identif icar como aquellas personas, que sin contar con facul tades de 
autoridad otorgadas por una ley, colaboran en el desempeño de las labores diarias de la 
Administración Pública. 
Es así como los funcionarios públicos son aquellos que investidos de autoridad, 
otorgada por la ley, t ienen la facultad de participar en la formación y ejecución de la voluntad 
estatal, es decir, desempeñan sus actividades en representación de la población, por lo 
tanto, su actuación se encuentra sujeta a una norma jurídica, misma que si incumple en todo 
o en parte, puede incurrir en responsabil idad, ya sea penal, administrat iva o civil. 
12 
' F R A G A , Gab ino . De recho Admin is t ra t i vo V i g é s i m o Oc tava Edic ión, Edi tor ia l Por rúa , Méx ico , 1989. 
p. 130 
Respecto a la responsabi l idad en la que pueden incurrir los servidores públicos, 
creemos necesar io hacer una breve referencia de la misma para cada caso en particular. 
Se atr ibuye responsabi l idad penal a los servidores públicos, cuando éstos, en el 
desempeño de su empleo cargo o comisión, llevan a cabo actos que son t ipi f icados por la ley 
como delitos, que por la misma calidad del servicio público que desempeñan, pueden causar 
un agravio a los gobernados, como es el caso del abuso de autoridad, cohecho, peculado, 
concusión, coal ición de funcionarios, abandono de la función, tráfico de inf luencias, entre 
otros. 
Cabe destacar que la responsabi l idad penal se le puede atribuir a cualquier 
funcionario incluso al Presidente de la República por los delitos que el Código Penal Federal 
contempla para este caso. 
La responsabi l idad administrativa es aquella en la que incurren los servidores 
públicos cuando cometen una falta en el desempeño de sus funciones, esto es que no actúa 
legal, honrada, leal, imparcial y ef icientemente, o no cumpla con las obl igaciones que la 
propia ley de responsabi l idades establece y que dependiendo de la gravedad de la misma, 
origina desde una l lamada de atención del superior jerárquico o amonestación, la suspensión 
del empleo o hasta la destitución del puesto, así como sanciones económicas o la 
inhabil i tación temporal para el desempeño de un cargo público según se d isponga en la ley 
de Responsabi l idades de los Servidores Públicos aplicable al caso. 
La responsabi l idad civil del servidor público, t iene como origen la falta de cuidado en 
el desempeño de sus funciones o el incumplimiento de sus obl igaciones y que trae como 
consecuencia un menoscabo en el patr imonio de la Administración Pública, como en el caso 
de aquel los que desempeñan sus funciones en el manejo de los fondos públicos; o en el 
patrimonio de los gobernados, causando daños a los ingresos del Estado, sus bienes, 
posesiones o derechos. 
Sin embargo, cuando principalmente se atribuye responsabi l idad civil a funcionarios 
públicos, es en el pr imer caso que mencionamos, es decir, cuando t iene a su cargo el 
manejo de fondos públicos debido a que, como lo veremos en su momento, por la misma 
var iedad de actividades de ia Administración Pública, se hace necesaria la intervención de 
más de un funcionario en el desempeño de una misma actividad y que puede ser generadora 
de daños a los gobernados y por lo mismo muchas veces resulta imposible, determinar quien 
es el servidor público responsable. 
Hasta aquí hemos expuesto, someramente, lo que impera en nuestra realidad 
jurídica, con relación a los servidores públicos y la responsabi l idad en que pueden incurrir; 
en el siguiente capítulo expondremos con más detalle lo relacionado a este punto, debido a 
la importante relación que tiene con la responsabi l idad patr imonial atribuible al Estado. 
1.6. Finalidad 
De que nos serviría hablar de un Estado integrado por la voluntad de una población 
sobre, un territorio determinado, que se rige por un orden jurídico y que es guiado por un 
poder público, si todo esto no t iene una finalidad que just i f ique su existencia. 
Toda agrupación humana, cualquiera que sea su contenido, requiere establecer una 
finalidad que centre la vida de la misma. 
Pues bien, podemos af irmar que la finalidad del Estado, la razón por la cual es 
creado, es para conseguir el bien común de todos los que en él habitan. "El bien común es 
esencial, por ser el modo que eligen los hombres al agruparse en una comunidad, la just icia 
es su forma y el bien humano su contenido" ,13 
Es importante señalar que el bien común se distingue del bien público en que se 
refiere al bien de todos en cuanto a que están unidos. Siendo precisamente esta la f inal idad 
del Estado: el bien público temporal. 
Pero para que el Estado pueda llevar a cabo las actividades que le han sido 
encomendadas tendientes a conseguir el bien público, requiere de un factor económico, es 
decir, t iene la necesidad de hacerse de recursos para dar el debido cumpl imiento a sus 
funciones públicas, consti tuyendo esto el patrimonio del Estado que expl icamos a 
continuación. 
1.6.1. Patrimonio Estatal 
Pues para empezar a analizar este tema, podemos decir que el patr imonio del 
Estado "es el conjunto de elementos materiales e inmateriales tanto del domin io público, 
como del privado, cuya titularidad es del Estado, ya sea en forma directa o indirecta y que le 
sirven para el cumpl imiento de su actividad y cometidos.1 4 
En general, el patr imonio del Estado se integra por: el Territorio y todas sus partes 
integrantes, todos los bienes cuya titularidad directa o indirecta sean del Estado, los ingresos 
por vías de Derecho Público y Derecho Privado, el conjunto de derechos de los que es 
titular y los bienes del dominio privado del mismo. 
1 3 G O N Z Á L E Z G O N Z Á L E Z , María de la Luz. Va lo res del Es tado en el P e n s a m i e n t o Pol í t ico. S e g u n d a 
Edic ión, Méx ico , Edi tor ia l Me G r a w Hill, 1997, p. 2 7 3 
14 
A O O S T A R O M E R O , Miguel . , S e g u n d o Curso de Derecho Admin is t ra t i vo . México. Edi tor ia l Porrúa, 
1989. p. 109 
En el caso especif ico de la República Mexicana, que es el caso que nos ocupa, 
pr imeramente debemos atender a los bienes de dominio público y de uso común como lo 
son el territorio nacional, incluyendo por lo tanto las partes in tegrantes de la Federac ión , las 
islas, la p la ta fo rma cont inenta l y los zóca los submarinos, las aguas de los mares 
territoriales, los ríos, los caminos y carreteras., las presas, los muelles., etc., es decir, aquel los 
que por su propia naturaleza pueden ser util izados por cualquier persona que se sitúe dentro 
de la Nac ión , pero que por tener las carac te r ís t i cas de ser ina l ienab les , impresc r ip t i b les 
e inembargables, no pueden ser susceptibles de ningún tipo de enajenación y, por lo tanto, 
sirven sólo como base para el ejercicio de las actividades propias del Estado y no así como 
una forma de recaudar recursos. 
También pertenecen al dominio público algunos muebles como lo son aquellos 
dest inados a la prestación de servicios públicos, como las centrales de bomberos, las 
unidades de segur idad pública, las instalaciones de radio ayuda y radar aéreo, entre otros; 
pero al igual que lo señalado en el párrafo anterior, son creados para la prestación de un 
servicio; más no así como medio de recaudación de fondos públicos. 
Es así como aún y que el Estado cuenta con bienes que le permiten obtener 
recursos económicos para la consecución de sus fines, no son del todo suficientes, por lo 
que, fundamentado en la potestad tributaria que se le reconoce y le concede la Const i tución, 
y que en el s iguiente punto expondremos, el Estado tiene la facultad de obtener ingresos por 
otras formas sancionadas por el orden jurídico al cual está sujeto. 
1.6.2. Los Ingresos y Egresos Estatales 
Como ya lo hemos venido mencionando, el Estado para llevar a cabo su función 
pública t iene que obtener recursos que le permitan el desarrol lo de sus actividades. Estos 
recursos toman forma de ingresos que pueden ser adquir idos por medio de derecho privado 
o público. 
Los pr imeros pueden ser adquir idos por el Estado cuando, aunque no ocurre 
f recuentemente, recibe una donación, un legado, por prescripción, o por el desarrol lo de 
actividades que no t ienen el carácter de públicas, como el arrendamiento o la venta de 
bienes muebles e inmuebles. 
Pero como ésta es una forma muy limitada de obtener recursos, el Estado en uso de 
su soberanía impone a las personas que se encuentran dentro de su jur isdicción, la 
obl igación de contribuir con el gasto público, estableciendo de esta forma ingresos de 
derecho público, entendiendo por estos "las percepciones que en dinero, o en especie, 
obtiene el Estado como autoridad, de los particulares, conforme a las disposic iones legales y 
cuyo pago es obligatorio".15 
Esta potestad tributaria tiene su origen y fundamento en el articulo 31 iracc'ión IV de 
la Const i tución Federal, que señala como obligaciones de los mexicanos; contribuir para los 
gastos públicos, tanto de la Federación como del Estado y Municipio en que residan, de la 
manera proporcional y equitativa que dispongan las leyes. 
De esto se desprende que tanto es obligatorio para los part iculares contribuir al 
gasto público, como lo es para el Estado, ya sea a nivel Federa!, Estatal y Municipal, el que 
éstas contr ibuciones reúnan los requisitos de ser proporcionales a los ingresos de los 
gobernados y equitat ivos para todos. 
1 5 A C O S T A R O M E R O , Miguel . Ob. Cit. p. 383 
A su vez, el Código Fiscal de la Federación establece, en su primer artículo, (anexo 
8, P. 158) que: "Las personas físicas y morales están obl igadas a contribuir para los gastos 
públicos conforme a las leyes fiscales respectivas" 
Ahora bien, como el propósito de este trabajo no es profundizar en la actividad 
tributaria del Estado, creemos conveniente sólo hacer mención de algunos puntos de 
importancia para la conclusión del mismo. 
En este orden de ideas, los ingresos de los que hablamos se clasif ican, según se 
establece en el citado Código Fiscal en: impuestos, aportaciones de segur idad social, 
contr ibuciones de mejoras y derechos. 
Debemos señalar que la principal fuente de ingresos de derecho público que el 
Estado adquiere son los impuestos, que los podemos definir, según la legislación fiscal 
mencionada: como las contr ibuciones establecidas en la Ley que deben pagar las personas 
físicas y morales que se encuentran en la situación jurídica o de hecho prevista por la misma 
y que sean distintas a las otras contribuciones, que ya señalamos 
Además de los impuestos se encuentran los otros ingresos que mencionamos, 
siendo que las aportaciones de seguridad social son las contr ibuciones a cargo de personas 
que son susti tuidas por el Estado en el cumpl imiento de obl igaciones f i jadas por la ley en 
materia de segur idad social o a las personas que se beneficien en forma especial por 
servicios de segur idad social proporcionados por el mismo Estado; las contr ibuciones de 
mejoras son las establecidas para aquellos que se beneficien de manera directa por obras 
públicas y los derechos son a cargo de quienes hacen uso o reciben a lgún provecho de los 
bienes del dominio público de la Nación, así como por recibir servicios que presta el Estado 
en sus funciones de derecho público. 
Bajo esta perspectiva, la facultad tributaria que le ha sido atr ibuida al Estado le 
permite hacerse de recursos de las formas que ya señalamos, mismos que deben ser 
util izados para llevar a cabo sus actividades, pero como estas son muchas y muy variadas, 
es necesario establecer un mecanismo de distribución de estos ingresos. 
Es así como el Estado, a través de la Cámara de Diputados realiza cada año una 
Ley de Ingresos, que señala de manera estimativa, el monto que se va a recaudar por 
concepto de estos ingresos, para de esta forma, estar en posibi l idad de dar la mejor 
distribución de los mismos, con el fin de cumplir las actividades públicas. 
A la par de esta Ley, se genera otra anualmente, que es la Ley de Egresos que, 
establece la fo rma en que se van a invertir y distribuir especí f icamente los ingresos 
obtenidos para cada actividad del Estado, de manera que quede cubierto todo el gasto 
público. 
Desdichadamente es casi impredecible el monto que va a ser cubierto por los 
ingresos del Estado, ya que si consideramos que la mayoría de los impuestos se recaudan, 
per iódicamente en el t ranscurso de un año, como es el caso del Impuesto sobre la Renta, 
que siendo que grava los ingresos de las personas y estos ingresos pueden ser variables, y 
así como este podríamos mencionar muchos otros, que por lo mismo, generan un 
desequil ibrio en el presupuesto anual del Estado. 
Creemos sin embargo que, independientemente de los desajustes del Presupuesto 
de Ingresos, lo fundamenta l y que es el objetivo que debe ser alcanzado por el Estado, es 
cubrir en su total idad las necesidades públicas, entendiendo por éstas, los gastos que se 
generan por la prestación de servicios públicos, tales como educación, salud, servicios 
primarios, y los sueldos de cada uno de los servidores públicos, entre otros. 
Así pues, es como a grandes rasgos podemos darnos una idea de cómo el Estado 
sufraga las necesidades económicas propias de sus funciones para cumpl ir con su principal 
finalidad, que es, como ya lo di j imos el bien público temporal. 
Creemos conveniente señalar un aspecto importante del patr imonio del Estado, ya 
que, así como debe ser util izado para satisfacer las necesidades públicas, también debe 
considerarse afectable respecto al pago o cumplimiento de sus obl igaciones, esto en virtud 
de que, tal y como lo señala él artículo 2856 del Código Civil vigente en el Estado de Nuevo 
León (anexo 4, P.143), "el deudor responde del cumpl imiento de sus obl igaciones con todos 
sus bienes." 
Esto nos indica que, el Estado en su carácter de administrador y proveedor de 
servicios públicos, se coloca en ocasiones en parte deudora, ya sea en forma contractual o 
extracontractual, y siendo que, como lo veremos más adelante, el Estado es una persona 
moral con capacidad legal para obligarse, por lo tanto debe asumir la obl igación de hacer el 
pago que corresponde a su obligación. 
Ya que hemos visto de manera general los e lementos que const i tuyen el Estado, 
anal izaremos las característ icas principales del mismo. 
1.7. Caracteres Significativos del Estado 
Hasta aquí hemos estudiado al Estado en su aspecto constitutivo, es decir, 
analizando los e lementos que le dan forma física, como lo son la población y el territorio; los 
que se refieren a la organización para mantener un Estado de Derecho como lo son el orden 
jurídico y el poder público; y el e lemento que justif ica la existencia misma del Estado, la 
finalidad, misma que se t raduce en el bien público temporal . 
El Estado visto de esta forma, podría entenderse como una ficción, como una mera 
suma de componentes, siendo por tanto necesario encontrar los caracteres que fo rman su 
esencia, mismos que a continuación exponemos 
1.7.1. Soberanía 
La soberanía se ent iende como poder, pero éste a su vez se puede apreciar en muy 
distintas manifestaciones, si consideramos que dentro de cada asociación, sociedad o grupo 
humano, se ven ref lejados algunos que ejercen un poder de decisión o actuación sobre 
otros. 
Sin embargo, io que distingue el poder del Estado es precisamente el hecho de que 
es soberano, es decir, es un poder que tiene el mayor alcance dentro de los demás poderes. 
La soberanía del Estado no es otra distinta a la que radica or ig inar iamente en las 
personas que lo forman. El Estado, tal y como ya lo mencionamos, siendo una creación de la 
voluntad popular, es también el depositario de la soberanía de cada uno de los individuos 
que lo conforman, de esta forma es dotado de un poder soberano, mismo que a su vez 
reviste, dos característ icas importantes: es independiente y es supremo 
De acuerdo a lo que comenta el jurista Felipe Tena Ramírez, podemos identif icar a 
la independencia como una cualidad de soberanía exterior, es decir, que: "la independencia 
mira pr incipalmente a las relaciones internacionales... el poder soberano de un Estado existe 
sobre bases de igualdad con relación a los demás Estados". 16 
16 
T E N A R A M Í R E Z , Fel ipe, Derecho Cons t i tuc iona l Mex icano , T r i gés imo s e g u n d a Edic ión, México, 
Editor ial Por rúa 1998. p. 6 
Por otra parte, la supremacía "se refiere exclusivamente a la soberanía interior, por 
cuanto a que la potestad del Estado se ejerce sobre los individuos y las colect ividades que 
están dentro de la órbita del Estado."17 
Cabe mencionar que a pesar de las diferencias apuntadas, la soberanía del Estado 
es una sola, ya que el mismo poder de mando que ejerce en el interior, le permite situarse 
como soberano frente a otros Estados igualmente soberanos. 
Es así como la soberanía estatal, aun y que es independiente y suprema, sigue 
radicando or iginalmente en el pueblo, mismo que, en uso de ese poder, expidió una ley 
fundamental , a la que l lamamos Constitución, para así estar en presencia de un Estado 
jurídicamente organizado, estableciendo así un régimen que le atr ibuye a los órganos del 
gobierno la soberanía para que sea ejercida de acuerdo a lo que en la misma ley se señala. 
En este sentido, vemos que la soberanía estatal que se ejerce por las personas 
físicas al f rente de los órganos estatales, deben encauzar el uso de esa s o b e r a n í a , no 
para su bene f i c i o pe rsona l , s ino para l levar a cabo las act iv idades especif icas que le 
son encomendadas con la f inalidad de alcanzar el bien público. 
De esta forma la soberanía a la que nos referimos es "un poder relativo a las cosas 
del Estado, es decir, que fuera del bien público temporal , fuera de sus funciones 
encaminadas a lograrlo, el Estado ya no es soberano, porque ya no es competente."1 8 
Con relación a lo anterior, podemos mencionar que vista de esta forma, la soberanía 
del Estado es relativa y solo se justif ica para que aquel, pueda llevar a cabo las funciones 
q u e por v o l u n t a d p o p u l a r le h a n s ido e n c o m e n d a d a s . Por e s o , p o d e m o s d e c i r q u e 
1 7 T E N A R A M Í R E Z , Fel ipe, D e r e c h o Cons t i tuc iona l Mex icano, T r i g é s i m o s e g u n d a Edic ión, México, 
Edi tor ia l Por rúa 1998. p. 6 
18 P O R R Ú A P É R E Z , Franc isco , p. 362 
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no se puede concebir al Estado sin un poder soberano, sin embargo, tampoco podemos 
justif icar su existencia sin su debida sujeción a un orden jurídico, porque de lo contrarío 
estaríamos en presencia de un simple fenómeno de fuerza. 
Así pues, entendemos que el Estado puede ser despojado de su investidura de 
soberano "sin dejar de ser supremo e independiente", cuando se co loca c o m o su je to de 
una re lac ión cred i t ic ia , es deci r , cuando l leva a cabo actividades de derecho privado, 
tomando el carácter de acreedor o de deudor, tal y como lo menc ionamos en el punto 
anterior, al hacer referencia a lo dispuesto por el artículo 2856 del Código Civil citado, (anexo 
4, p. 149) s iendo por lo tanto, sujeto de responsabi l idad patr imonial, para el caso de 
Incumplimiento de obl igaciones. 
1.7.2, Sujeción al Derecho 
Al tratar el tema de la soberanía del Estado, veíamos que la misma se justif ica 
siempre que sea ejercida para lograr los f ines que le son intrínsecos a éste. Por eso, si 
entendemos que la soberanía es un poder supremo que le pertenece al Estado y éste a su 
vez t iene el derecho de imponer normas y reglas de carácter general, t iene por esta misma 
razón el deber de someterse a ellas, no puede en ningún momento llevar a cabo su 
actuación en forma tirana o arbitraría, sin regulación alguna, sino que por el contrario, para 
cumplir sus funciones, debe el Estado someterse a lo que él, a través de los órganos 
competentes, creó como normatividad 
Siendo entonces que podemos hablar de un Estado sometido al derecho, que viene a ser 
un Estado de derecho; entendiendo por esto que ningún acto del Estado debe estar por encima de 
las normas jurídicas a las que se encuentra sujeto. 
Es así como la soberanía "tiene un limite racional y objetivo .constituido por la misión que 
tiene que realizar el Estado, por el fin hacia el cual se orienta su actividad, y este limite, esta 
competencia, se encuentra enmarcada por el Derecho, por las normas jurídicas".19 
Pero debemos aclarar que esta sumisión del Estado al derecho se realiza para el 
beneficio del bien público, tanto del Estado como institución, como el de la población que lo 
forma. 
Cons ideramos que es de relevante importancia, para el t rabajo que nos ocupa, el 
tener en cuenta que un Estado sujeto a derecho, debe llevar a cabo sus funciones de 
servicio público apegándose a lo que señalen las leyes existentes; por lo que, en el caso de 
que l legare a incumplir o a fallar al realizar esas funciones, t iene en todo momento la 
obl igación de asumir dicha falta y por supuesto, el deber de repararla. 
1.7.3. Personalidad del Estado 
En este orden de ¡deas y con relación a lo que hemos analizado, cabe señalar ahora 
como es que el Estado con una soberanía sujeta al derecho y mani festada a través de actos 
de los gobernantes puede ser sujeto de derechos y obl igaciones. 
Pues bien, lo anterior lo podemos entender en el sentido de que "la personal idad 
jurídica del Estado es concomitante y nace paralelamente con el ente social, es decir, al 
constituirse un Estado que puede autodeterminarse, independiente, soberano y que tiene 
derechos y obl igaciones y, por lo tanto, t iene, desde ese momento, personal idad jurídica, que 
no es ni una ficción, ni una creación abstracta de! derecho".2 0 
1 9 P O R R Ú A P É R E Z , Franc isco , p. 368 
2 0 A C O S T A R O M E R O , Miguel . Teor ia Genera l del De recho Admin is t ra t i vo , Oc tava Edic ión, Edi tor ia l 
Porrúa, Méx ico . 1988. p .65 
Coincidiendo con lo anterior, podemos entonces decir que si el Estado es un ente 
que puede ser su je to de de rechos y ob l igac iones , es por lo tan to una pe rsona , pero su 
personalidad es moral, es decir que aun y como lo señalamos anter iormente, el Estado se 
conforma de personas físicas que llevan a cabo las funciones que se le han encomendado, 
su personal idad es distinta a la de dichas personas. 
Cabe señalar que además de los atributos que ya comentamos, el Estado por su 
propia naturaleza, t iene una personalidad moral sui generis, debido a que las actividades de 
éste son de carácter público, entendiendo entonces que las "personas morales o jurídicas de 
derecho público son aquellas a quienes la ley reconoce como tales, les asigna una 
organización pública y les encomienda la realización de f ines de interés general"2 1 
Es asi como podemos entender que el Estado posee una personal idad jurídica que 
lo hace capaz de adquirir derechos y contraer obl igaciones, pero a la vez al estar 
encaminada su función a la realización de los objetivos de una colectividad, su personal idad 
jurídica adquiere el carácter de pública. 
Part iendo del hecho de que la personal idad del Estado es una sola, no por esto 
debemos entender que, al delegar sus funciones en los órganos estatales que señalábamos, 
la personal idad se divide entre ellos. Dichos órganos disponen de esa misma personal idad 
para realizar las funciones propias del Estado. 
Bajo nuestro sistema federal mexicano, nos encontramos con dist intas personas de 
derecho público, actuando bajo la personal idad del Estado, como lo son los Estados, los 
municipios y la misma Federación, que a su vez, delegan sus facultades, en los órganos 
creados para el cumpl imiento de sus actividades. 
2 1 S E R R A R O J A S , And rés . C ienc ia Pol í t ica. Novena Edic ión, México, Edi tor ia l Por rúa , 1988. P. 4 6 6 
Ahora, cabe aclarar que, tal y como ya lo habíamos indicado, la Administ rac ión 
Pública, es la que t iene a su cargo la prestación de los servicios públicos. Por lo tanto, para 
que ésta pueda actuar y que su actuación tenga validez frente a la colectividad, requiere ser 
considerada como persona, por lo que de esta forma, el Estado la dota de esa personal idad 
jurídica y como consecuencia de ello, es por lo tanto, en cualquiera de sus niveles -Federal, 
Estatal o Municipal- sujeta de derechos y obligaciones. 
Es así como, la propia Administración Pública, t iene facul tades para recaudar 
recursos económicos para la realización de sus actividades, como también t iene el deber de 
cumplir sus obl igaciones y en caso de no hacerlo, responder por ello. 
Reconocer le al Estado la personalidad jurídica que se le atr ibuye, es el punto de 
partida para justif icar, que en tanto sujeto de derechos y obl igaciones, puede en todo 
momento, ser susceptible de considerarse como patr imoníalmente responsable 
Una vez anal izados cada uno de los elementos, tanto consti tut ivos como esenciales 
del Estado que hasta aquí hemos estudiado y ya que tenemos un concepto de Estado, que 
nos sirve para darnos una idea más concreta de cómo puede ser sujeto imputable de 
responsabi l idad patrimonial, pasemos al análisis de este tema, a fin de dar mayor claridad al 
tipo de responsabi l idad que le es atribuible, asi como los criterios, condic iones y supuestos 
que es necesario considerar, para llegar a señalar la forma más viable a fin de que esta 
responsabi l idad pueda hacerse efectiva por el gobernado. 
CAPÍTULO SEGUNDO 
LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE 
LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
2.1. Tipos de Responsabilidad 
Como el objetivo del presente capítulo es presentar un panorama que nos permita 
entender como es que a la Administración Pública se le puede atribuir una responsabi l idad 
patrimonial por los daños y perjuicios que ocasionen los servidores públ icos en el ejercicio de 
sus funciones, c reemos conveniente comenzar por exponer que es lo que se ent iende por 
responsabi l idad en general, para después pasar al estudio del concepto de los t ipos de ésta, 
que tanto la legislación vigente, como la doctrina establecen, por medio del análisis de sus 
elementos representat ivos. 
Pues bien, la responsabi l idad es la "obligación de responder por sí o por otro, a 
consecuencia de delito, de una culpa o de otra causa legal".22 
De esto se desprende que la persona que realiza un acto que está sanc ionado por 
el derecho, t iene la obl igación de responder por las consecuencias jurídicas que su actuar 
traiga consigo, siendo que las mismas pueden ser de carácter penal o civil. 
2 2 M A R T Í N E Z A L F A R O , Joaqu ín Teor ía de las Ob l igac iones . Méx ico Edi tor ia l Por rúa , 1989. p. 145 
En cuanto a la primera, es decir la de carácter penal, la responsabi l idad se t raduce 
en un efecto punitivo, ya que al responsable se le sanciona con la penal idad que su 
actuación tenga señalada en la ley. 
Mientras que la responsabi l idad de carácter civil se t raduce en un efecto resarcitorio, 
a cargo de quien resulte responsable del daño, ya que tendrá la obl igación de restituir a la 
víctima del mismo a la situación en la que se encontraba, con anterior idad al daño. 
Una vez que hemos visto a grandes rasgos lo que es la responsabi l idad, s i tuémonos 
en el contexto que nos ocupa este punto, que son los tipos de responsabi l idad que se 
señalan en nuestra legislación positiva. 
2.1.1. Responsabilidad Objetiva 
Bajo esta denominación podemos encuadrar lo que ¡a doctr ina ha l lamado "Teoría 
del Riesgo Creado", ya que debido a que durante el t ranscurso del t iempo, se ha ido 
revolucionando el empleo de aparatos y mecanismos, que hasta f inales del siglo pasado 
empezaron apenas a fabricarse. 
Y siendo que dichos mecanismos han l legado a ser en la actual idad un medio 
indispensable para la realización de innumerables actividades, se corre cada vez más el 
r iesgo de que por el manejo y uti l ización de los mismos se pueda llegar a causar daños, aun 
sin la intención de hacerlo. 
Por esto, es que la legislación ha previsto esta situación, determinando una 
responsabil idad, para que la víctima de estos daños no quede desprotegida legalmente. 
2.1.1.1. Concepto 
En el caso concreto del Estado de Nuevo León, ( que es el que nos ocupa para el 
desarrollo del presente trabajo), se establece en el Código Civil en el art iculo 1810 (anexo4, 
P.143) lo siguiente: 
"Cuando una persona hace uso de mecanismos, instrumentos, aparatos o 
substancias pel igrosos, por sí mismos, por la velocidad que desarrol len, por su naturaleza 
explosiva o inf lamable, por la energía de la corriente eléctrica que produzcan o por otras 
causas análogas, está obl igado a responder del daño que cause, aunque no obre 
ilícitamente..." 
Podemos entonces decir que, esta responsabi l idad consiste en "la obl igación de 
reparar el daño pecuniario causado por emplear cosas peligrosas, aún cuando se haya 
actuado líci tamente y sin culpa. Esta responsabi l idad no toma en cuenta los e lementos 
subjetivos dolo o culpa, sino únicamente el e lemento objetivo consistente en la comisión del 
daño al emplear cosas peligrosas, por eso se le llama responsabi l idad objet iva o también 
riesgo creado.23 
De esto podemos advertir que, no es necesario que la persona que emplee los 
mecanismos o aparatos, tenga en si la intención de causar un daño, pero que, por la falta de 
cuidado en el manejo de los mismos, se origina éste y por consiguiente t iene la obl igación de 
reparar el daño causado; por lo tanto "toda actividad que crea un riesgo para los demás hace 
responsable al agente de los daños que cause, sin necesidad de que se invest igue si hubo o 
no culpa de su parte".24 
2 3 M A R T Í N E Z A L F A R O , Joaquín . Teor ía de las Ob l igac iones . Méx ico Edi tor ia l Por rúa , 1989. p. 158 
24 
.ROJ INA V I L L E G A S . Rafael , De recho Civil Mex icano . T o m o V, V o l u m e n II, Méx ico , Edi tor ia l Porrúa. 
1985, p.69 
2.1.1.2. Elementos 
Veamos ahora, cuales son los elementos que componen el concepto de la 
responsabi l idad objetiva que hemos expuesto. 
La Suprema Corte de Justicia, considera que hay Responsabi l idad Objet iva cuando 
se reúnen los siguientes elementos: 1. Que se use un mecanismo, 2. Que se cause un daño, 
3. Que haya una relación de causa a efecto entre el hecho y el daño y, 4. Que no exista 
culpa inexcusable de la víctima."25 
Anal icemos por separado cada uno de estos elementos, para darnos una idea más 
detallada de su signif icado. 
2.1.1.2.1. Uso de Mecanismos Peligrosos 
Como vimos en el punto anterior, el primero de los e lementos de la responsabi l idad 
objetiva se refiere al uso de mecanismos que, a pesar de que sus func iones pueden ser muy 
variadas y su uti l ización es para f ines lícitos, resultan pel igrosos y l legan hasta a generar 
daños. 
A lgunos autores, entre ellos el jurista Rafael Rojina Vi l legas, se ref ieren a estos 
mecanismos como "cosas peligrosas", señalando que dentro de este término se comprenden 
"los mecanismos, aparatos o substancias, que por su naturaleza puedan crear un riesgo para 
la colectividad. La pel igrosidad debe apreciarse tomando en cuenta la naturaleza funcional 
de la cosa", 25 
25 
Ju r i sp rudenc ia 335, Sexta Epoca Pág ina 1013, 3. Sala. Cuar ta Parte, A p é n d i c e 1917 -1975 
2 6 ROJ INA V I L L E G A S , Rafael , Ob. Cit p. 70, 
De esta forma, nos queda claro que entendemos por cosas pel igrosas; sin embargo, 
cabe resaltar el hecho de que no todas son pel igrosas en la misma intensidad, tal y como lo 
indica el citado autor; siendo que debido a la función que cada cosa desempeña, es el nivel 
de pel igrosidad que desarrolla. 
Al respecto, el autor Joaquin Martínez Alfaro, hace una distinción diciendo que las 
cosas pueden ser "pel igrosas por si mismas, peligrosas por su func ionamiento y pel igrosas 
por causas análogas".2 7 
Si tuémonos ahora en el ámbi to de responsabi l idad en atención a la persona física o 
moral que t iene, en su caso, la obl igación de reparar los daños der ivados del uso de 
mecanismos o cosas peligrosas. 
Si nos apegamos al sentido literal del texto del artículo 1810 del Código Civil de 
Nuevo León, (anexo 4, P.143) vemos que quien aparece como responsable es "quien haga 
uso", sin embargo en el art iculo 1829 (anexo 4, P.140) del ordenamiento invocado se hace 
referencia al "propietario", por lo tanto, podemos entender que sin importar la cal idad jurídica 
que se t iene con respecto a la cosa peligrosa, se va a considerar como responsable y por lo 
tanto como obl igado a la reparación del daño causado, por la util ización de dichas cosas 
peligrosas a quien a titulo, ya sea de, propietario, arrendatario, usufructuario o cualquier otro, 
que cause un daño a otro. 
A reserva de la explicación que más adelante haremos, bajo este esquema, 
podemos considerar a la Administración Pública como responsable de la reparación de los 
daños generados por esta causa. 
27 M A R T Í N E Z ALFARO, Joaquin, Ob Cit. p. 159 ~ 
2.1.1.2.2. El Daño 
Como segundo elemento de la responsabi l idad objetiva, aparece el daño como 
consecuencia directa e inmediata de la util ización de cosas peligrosas. 
Podemos decir que como característ icas de los daños ocasionados por el uso de 
cosas o mecanismos pel igrosos, para ser susceptibles de ser reparados, deben revestir dos 
notas o característ icas: ser privados y patrimoniales.28 
En relación al aspecto privado, los daños que se ocas ionen deben afectar la 
integr idad f ís ica, mora l y pat r imonia l de las personas cons ide radas 
individualmente entendiendo que debe ser susceptible de cuanti f icarse en dinero; el aspecto 
patrimonial del daño. 
Así podemos entender por daño pecuniario "la suma de los daños y perjuicios, es 
decir, es el menoscabo sufr ido en el patrimonio de la víctima, más la privación de la ganancia 
licita que se hubiera obtenido si no hubiese sucedido el hecho causante del daño".2 9 
Lo anterior atendiendo a lo que el articulo 1812 (anexo 4, P.144) del ordenamiento 
civil citado establece para llevar a cabo la reparación del daño que ésta "debe consistir en el 
restablecimiento de la situación anterior a él, y cuando ello sea imposible, en el pago de 
daños y perjuicios" 
Por lo tanto, y siguiendo el sentido de la disposición legal señalada, en tendemos 
que en el caso de que el daño se haya produc ido en la in tegr idad f ís ica de las personas, 
S E P Ú L V E D A S A N D O V A L , Car los. De los De rechos Persona les , de Créd i to u Ob l i gac iones 
Segunda Edic ión, T o m o 2, Edi tor ia l Font, 1994, p .226 
M A R T I N E Z A L F A R O . Joaquín , Ob. Cit p. 147 
corren por cuenta del responsable los gastos que se originen por concepto de t ratamientos 
médicos y, en su caso, rehabil itación, además de la correspondiente indemnización que se 
establecerá de acuerdo a lo que señale la Ley aplicable al caso. 
Ahora bien, si los daños causados fueron en prejuicio de cosas materiales, debemos 
entender la reparación en el mismo sentido que se señala en dicho artículo. 
Es importante agregar que, en caso de que lo dañado sea de imposible reparación, 
se debe otorgar una indemnización por compensación, consistente en el pago de los daños y 
perjuicios y que debe cubrir el monto total del objeto dañado, esto según se establece en el 
articulo 2006 (anexo 4, P.148) del Código Civil para el Estado de Nuevo León que a la letra 
dice: 
"Si la cosa se ha perdido, o ha sufrido un detrimento tan grave que: a juicio de peritos, no 
pueda emplearse en el uso a que naturalmente está destinada: el dueño debe ser indemnizado de 
todo el valor legitimo de ella". 
Así pues entendemos que, quien causa un daño a otra persona, en sus bienes, 
posesiones o derechos o aun, en su integridad física, t iene la obl igación jurídica de 
repararlos, ya sea mediante el pago que corresponda o la restitución del objeto dañado. 
2.1.1.2.3. La relación de causalidad 
Necesar iamente para decir que hubo un daño, debemos primero establecer que fue 
lo que lo produjo, reconociendo así una conexión, directa e inmediata entre el daño causado 
y el hecho al que se le imputa el mismo. 
De esta forma y atendiendo a lo que el autor Carlos Sepúlveda Sandoval, menciona 
en referencia a esta relación, se puede decir que: 
"Para imputarse la responsabilidad objetiva a una persona 
por el uso de cosas o mecanismos peligrosos, es necesario 
demostrar que ios daños de los cuales se exige su reparación, sean 
consecuencia inmediata y directa del uso de dichos mecanismos, de 
tal manera que, de no ser así, habrá ausencia de este elemento de 
causalidad y, consecuentemente, no existirá la figura jurídica de ia 
responsabilidad objetiva"30 
En este orden de ideas, debe haber una relación de causal idad entre el hecho y el 
daño, es decir, que el hecho generador de la responsabi l idad civil tenga como consecuencia 
un daño que sea susceptible de reparación pecuniaria o de la debida indemnización. 
2.1.1.2.4. Ausencia de Culpa Inexcusable de la Víctima 
En la últ ima parte del articulo 1810 (anexo 4, P.143) que hemos venido anal izando 
se hace referencia al e lemento negativo de la responsabi l idad objetiva, ref i r iéndose a que no 
debe existir por parte de la víctima culpa o negligencia que provoque el daño. 
Por lo que, entendiendo esto en sentido afirmativo, podr íamos decir, que si la 
victima pudo prever el daño que se podía ocasionar y aun así no hizo nada para impedirlo o, 
si actuó con poca prudencia o con falta de cuidado, provocando así el daño ocasionado, 
entonces no se puede reclamar la reparación del daño basada en la responsabi l idad 
objetiva, porque faltaría este e lemento para integrarla. 
Tn 
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Hasta aquí hemos expuesto lo que tanto la legislación como la jur isprudencia y los 
diversos jur istas que mencionamos, nos explican, lo que es y como se integra la 
responsabi l idad objetiva. Tal vez, nos faltaría indicar, la forma procesal en que se debe llevar 
a cabo, por parte de la victima, para que se efectúe la reparación del daño, sin embargo, 
este es un punto que trataremos más adelante. 
Por lo tanto; estudiemos ahora lo que se ent iende por responsabi l idad civil o 
subjetiva, para así determinar la diferencia de esta con la que acabamos de exponer. 
2.1.2. Responsabilidad Civil o Subjetiva 
El punto de partida para fincar la responsabi l idad civil se establece en el Código 
Civil de Nuevo León, en el articulo 1807 (anexo 4, P.143) que establece que: 
"E l q u e o b r a n d o i l í c i t a m e n t e o c o n t r a l a s b u e n a s 
c o s t u m b r e s c a u s e un d a ñ o a o t r o , e s t á o b l i g a d o a r e p a r a r l o , a m e n o s 
q u e d e m u e s t r e q u e e l d a ñ o se p r o d u j o c o m o c o n s e c u e n c i a d e c u l p a o 
n e g l i g e n c i a i n e x c u s a b l e d e la v í c t i m a " . 
De esto podemos entender que los dos puntos fundamenta les en donde encuentra 
su base la responsabi l idad civil vienen a ser la ilicitud y la culpa. 
En relación al aspecto de la ilicitud, cabe aclarar que mientras que para la materia 
penal lo ilícito es lo que va en contra de las normas jurídicas vigentes y que por lo tanto 
constituye un delito, para la materia civil no se limita sólo a esto, sino que además se refiere 
a " toda interferencia en una esfera jurídica ajena, cuando la norma no autor ice ese acto de 
interferencia el hecho ilícito sería toda intromisión en una esfera jurídica ajena que causa un 
daño, sin que exista una autorización normativa para llevar a cabo ese acto de 
interferencia".31 
Ahora bien, respecto a la culpa, a reserva de lo que más adelante expondremos, se 
señala en el citado artículo 1807 (anexo 4, P.136) que cuando se actúa con culpa, se t iene ia 
responsabi l idad de reparar los daños que se ocasionen; además en el art iculo 1919 (anexo 
4, P.148) del mismo ordenamiento civil, se establece que: 
"Hay culpa o negligencia cuando el obligado ejecuta actos 
contraríos a la conservación de la cosa o deja de ejecutar ios que son 
necesarios para ella" 
De esta forma vemos como los actos que la ley penal señala y tipifica como delitos, 
al t rascender la esfera jurídica de los particulares, considerados en su Ind iv idua l idad , 
a fec tan de f o r m a ind i rec ta tamb ién a la c o m u n i d a d en general, sin perjuicio de que de 
dichos delitos resulte también una responsabi l idad civil por la reparación de los daños 
causados, "en tanto que el ilícito civil solamente produce una relación de obl igación entre el 
que causa un daño y el que lo sufre"3 2 . 
2.1.2.1. Concepto 
De lo expuesto anter iormente, creemos conveniente en este punto, precisar una 
definición de la responsabi l idad civil y para esto atenderemos lo que el ya citado autor Carlos 
Sepúlveda Sandoval, señala al respecto, diciendo que la podemos entender como: 
^ R O J I N A V I L L E G A S , Rafael . Ob. C¡t. p. 142 
3 2 DE LA REZA, J o s é Luis. De las Ob l igac iones . Méx ico , Edi tor ia l Me G r a w Hill, 1997. P. 55 
"Hecho jurídico ilícito en virtud del cual se impone a toda 
persona la obligación jurídica de reparar los daños y perjuicios 
ocasionados por un actuar u obrar culpable, -ya intencional o 
doloso, o bien, culposo o imprudencial, violatorio de un deber 
jurídico o de las buenas costumbres, interfiriendo en una esfera 
jurídica ajena, sin estar facultado para ello, a no ser que se 
demuestre culpa o negligencia inexcusable de la victima".33 
A partir de este concepto, encontramos los elementos que integran la 
responsabi l idad civil y que a continuación exponemos. 
2.1.2.2. Elementos 
De la anterior definición podemos señalar que los e lementos que conf iguran la 
responsabi l idad civil o subjetiva son los siguientes: 
1. La culpa que se representa como el e lemento subjet ivo o psicológico que trae 
aparejada una conducta o comportamiento culpable. 
2. Que por este acto culposo se haya generado un daño, mismo que debe tener las 
características que ya señalamos. 
3. La relación de causal idad entre la culpa y el daño. 
4. Que no haya habido culpa inexcusable de la víctima. 
Pues bien, como podemos ver, estos elementos, con excepción del pr imero, son los 
mismos que ya anal izamos al exponer la responsabi l idad objetiva. Por esta razón, nos 
d ispondremos a hacer una breve exposición del elemento que dist ingue a la responsabi l idad 
civil, que es la culpa. 
3 3 S E P Ú L V E D A S A N D O V A L , Car los. . Ob. Cit p.: 4 
LA RESPONSABILIDAD PATRIMONIAL DE LA ADMINISTRACIÓN PUBLICA DEL ESTADO 37 
DE NUEVO LEÓN 
2.1.2.2.1. La culpa 
Esta surge como el principal elemento de la responsabi l idad civil, ya que basada en 
la comisión de actos ilícitos, t ipif icados como deiitos, sean intencionales o imprudenciales, 
supone la reparación del daño ocasionado por esos actos. Sin embargo, como hemos visto, 
la culpa se traslada también a otros actos, que sin ser considerados como ilícitos, l legan a 
ocasionar daños, como es el caso del incumplimiento de las obl igaciones jurídicas contraídas 
por medio de un contrato, o bien, por otros actos o hechos jurídicos que generan tres 
categorías o tipos de culpa, la que se genera por delitos, la contractual y la extracontractual. 
Podemos definir la culpa, a reserva de lo que dispone el artículo 1919 (anexo 4, 
p.148) ya citado, como la " forma de comportamiento humano, en la que, bien sea dolosa o 
intencionalmente, culposa o imprudencialmente, o no acatando un determinado deber de 
conducta impuesto legalmente o contraviniendo las buenas costumbres, se ocasiona 
injust i f icadamente un daño a otra persona y que el derecho sanciona imponiendo al 
responsable la obl igación jurídica de repararlo".34 
Se dice que la responsabi l idad civil es subjetiva, ya que encuentra su fundamento 
en la culpa, que es un elemento psicológico, que consiste en la intención de causar daño, es 
decir, actuando con dolo, o que por obrar con negligencia o falta de cuidado, se produce un 
daño. 
Para seguir con el análisis de este elemento, queremos citar sus fuentes. Como ya 
lo habíamos indicado, podemos decir que la culpa puede ser delictual, contractual o 
extracontractual. 
3 4 S E P Ú L V E D A S A N D O V A L , Carlos. . Ob Cit. p. 258 "', 
Pues bien, para referimos a la primera, es decir, a la delictual, podemos af irmar que 
es de aquí de donde surge el fundamento de la responsabi l idad civil, ya que dicha clase de 
culpa se refiere a la comisión de hechos ilícitos considerados como delitos por los 
ordenamientos legales y que trae como consecuencia la debida reparación del daño 
causado. 
Según se dispone en el Código Penal del Estado de Nuevo León, en l o s d i v e r s o s 
n u m e r a l e s 2 6 , 2 7 y 2 8 , ( a n e x o 6 , P . 1 5 2 ) , p o d e m o s h a b l a r , respect ivamente, de 
culpa realizada con dolo, culpa o preterintención cuando se actúa con dolo, es decir, que 
intencionalmente se lleva a cabo, el hecho que es sancionado como delito o no se cumple 
con lo que se esta obl igado y, cuando se obra culposamente, o sea, cuando se realiza un 
hecho legalmente descrito pero que por no observar el debido cuidado, por imprevisión, 
negligencia o impericia, falta de reflexión o de cuidado causa un daño. 
Por otra parte, por culpa contractual entendemos el injustif icado incumpl imiento en 
las obl igaciones previamente contraídas entre las partes y que trae como consecuencia un 
daño o un menoscabo en el patr imonio de una de ellas, s iendo que la fo rma de regular esta 
situación puede ser, por la propia ley o por las propias partes al estipular c láusulas en el 
contrato que prevean esta situación; esto se t raduce en la obl igación de reparar el daño 
pecuniario que se causa, como ya lo indicamos, por el incumpl imiento de una obl igación 
previamente contraída, por lo que el deudor t iene la obl igación de pagar la indemnización 
moratoria o la indemnización compensator ia. 
En relación a la responsabi l idad civil generada extra contractualmente, se puede 
entender, por exclusión, como aquella en la que, sin haber un acuerdo previo entre las partes 
se genera un daño, sin que la parte afectada tenga el deber de soportar lo y por tanto se 
produce la obl igación de reparar dicho daño o en su defecto, pagar la indemnización 
correspondiente como puede ser el caso de las obl igaciones creadas a través de declaración 
unilateral de voluntad, testamento o hechos jurídicos lícitos. 
Como una nota distintiva y debido a la importancia que esto representa para la 
presente investigación, consideramos necesario identificar en quien recae la responsabi l idad 
por los daños ocasionados por culpa. 
Podemos hacer una distinción entre las personas que se consideran como 
responsables, dependiendo de que la acción generadora de daños, sea por hechos propios, 
por hechos de otras personas y por hechos de las cosas. 
En cuanto a la pr imera distinción, es decir, cuando la responsabi l idad se le atr ibuye 
a la persona por hechos propios, cabe señalar que el mismo artículo 1807 ( anexo 4, p. 143) 
ya indicado, hace la referencia debida a la obl igación que tiene de reparar el daño que él 
mismo causó. 
Sin embargo, c reemos importante destacar algunos de los casos que se pudieran 
presentar, que también son generados por hechos propios, y por tanto generan 
responsabil idad, y que se le atribuye a una persona que ya ha fal lecido, y no por eso cesa su 
responsabil idad, ya que se le exigirá a la sucesión hereditaria, a través de su debido 
representante, el pago de la indemnización correspondiente. 
Ahora bien, también se puede dar el caso de que el hecho generador de 
responsabil idad pueda ser atribuible a varias personas, por lo que, la reparación del daño 
estará a cargo de ellas en forma solidaria, según se indica en el numeral 1814 del Código 
Civil citado (anexo 4, p. 145). 
En el segundo caso que indicamos, respecto a quienes pueden ser sujetos de 
responsabil idad civil, es decir, cuando el daño es generado por hechos de otras personas, 
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cabe hacer mención que la ley le encomienda a los padres y tutores la obl igación de reparar 
los daños que se causen por los actos que sus menores hijos o incapaci tados ocasionen, "la 
razón de esta responsabi l idad se deriva del deber de vigilancia que t ienen dichas personas 
sobre quienes carecen del uso de la razón en grado suficiente para ser completamente 
responsables de sus actos".35 
Así mismo se impone esta obligación a los dueños de establecimientos comerciales 
por los daños que causen sus empleados, t rabajadores o dependientes, al igual que las 
personas morales son responsables por los daños y perjuicios que causen sus 
representantes legales. 
Cabe destacar, a reserva de dar una expl icación complementar ia más adelante, que 
el Estado, según se dispone en el artículo 1825 del Código Civil en comento (anexo 4, 
P.146), t iene la obl igación de responder subsidiar iamente del daño causado por sus 
funcionarios en el ejercicio de sus funciones, cuando el d i rectamente responsable es 
insolvente. 
A u n a d o a lo anter ior , d e b e m o s ind icar q u e no po rque la ley i m p o n g a a las 
pe rsonas q u e seña lamos , la ob l igac ión de reparar los daños q u e se ocasionen por 
culpa de quienes están bajo su cuidado o su mando, t ienen el deber de soportar ese 
menoscabo en su patr imonio sin ninguna opción, ya que en el artículo 1824 del Código Civil 
citado, (anexo 4, P145.), se establece que: "El que paga el daño causado por sus sirvientes, 
empleados u operarios, puede repetir de ellos lo que hubiere pagado". 
Esto signif ica, "por una parte, que a la víctima no corresponde determinar en quien 
recae la r e s p o n s a b i l i d a d de repara r los d a ñ o s su f r idos , h a b i e n d o c o n c u r r e n c i a en la 
imputación y, por otra parte, que el empresar io o patrón que paga dicha reparación, conserva 
sus derechos para repetir en contra del empleado o dependiente por e) que lo haya hecho".36 
Por último, señalaremos lo referente a la determinación de las personas que 
aparecen como responsables civi lmente por los daños que ocasionan las cosas, esto sin que 
se llegue a considerar como responsabi l idad objetiva 
Nos refer imos a lo establecido por los artículos 1826, 1827, 1828 y 1829 (anexo 4, 
P.146, 147), en donde se señalan como responsables a los dueños de animales, a los 
dueños de edif icios que se encuentren en malas condiciones, por la falta de reparaciones o 
por vicios en la construcción del mismo, así como a los p rop ie ta r i os de m á q u i n a s , por la 
exp los ión , h u m o o g a s e s q u e es tas generen, por la caída de árboles, por las 
emanaciones de cloacas o depósitos de materias infectantes o que humedezcan la pared del 
vecino, por el peso o movimiento de las máquinas o materiales, en fin, por tener en 
propiedad cualquier cosa que por su mal uso o por descuido genere un daño de carácter 
patrimonial a terceras personas. 
Debemos agregar que, para que la responsabi l idad civil pueda ser reconocida como 
tal, es necesario, al igual que en la responsabi l idad objetiva, que se reúnan todos los 
elementos que la integran, es decir, se requiere que además de que el daño se haya 
originado por culpa o ilicitud en el actuar del agente, también debe haber un nexo causal 
entre dicha actuación y las consecuencias generadoras del daño, así como la ausencia de 
culpa inexcusable de la vict ima, pero que estaría de más explicar, ya que estos elementos 
tienen las mismas característ icas que ya quedaron expuestas. 
Reconsiderando lo que hasta aquí hemos analizado, bajo el actual esquema de 
responsabi l idad que nuestra legislación civil establece, es decir, tanto la subjet iva como la 
3 6 S E P Ú L V E D A S A N D O V A L , C a r l o s . Ob Cit p. 282 
objetiva, nos queda claro que, el Estado, en tanto persona moral, capaz de obl igarse, y en 
consecuencia la Administración Pública, como órgano ejecutor de act iv idades de servicio 
público, puede ser sujeto a cualquiera de estos tipos de responsabi l idad o incluso a ambas, 
si consideramos que para la prestación de servicios públicos se requieren tanto de un 
número indeterminado de servidores públicos, como de elementos materiales, por lo que se 
corre en todo momento el riesgo de causar daños a uno o varios gobernados que no t ienen 
el deber jurídico de soportarlos. 
2.2. Responsabilidad del Estado por Actos 
de la Administración Pública 
Hemos visto hasta aquí, lo que para las materias civil y penal es la responsabi l idad, 
pasando por el estudio de ésta, tanto en su aspecto objetivo como subjetivo, con la f inal idad 
de poder llegar a identif icar que tipo y bajo que términos, se le puede atribuir responsabi l idad 
al Estado, en su cal idad de administrador de servicios públicos. 
Creemos conveniente señalar que, tal y como lo indicamos en el capítulo que 
antecede, al Estado lo podemos visualizar desde dos d imensiones distintas uno que es el 
aspecto formal esto es como Gobierno, es decir, como el encargado de dirigir y coordinar 
las actividades públicas y privadas, teniendo para este efecto facul tades de mando; y otra 
material que es la Administración Pública que se encarga de prestar los servicios públicos 
que sean necesar ios para el desarrollo de la población que esta bajo una jur isdicción 
determinada. 
Pues bien, es precisamente esta función del Estado, la Adminis t rac ión Pública, la 
que nos interesa para el desarrol lo de este apartado. Comenzaremos por exponer lo que, 
nuestro sistema legal dispone en materia de responsabi l idad patrimonial de la Administ rac ión 
Pública, señalando lo establecido tanto en la legislación federal como en la local del Estado 
de Nuevo León para asi estar en la posibil idad de hacer comparac iones y comentar ios 
respecto a ambas y señalar asi las conclusiones pertinentes. 
2.2.1.El Sistema Legal Mexicano en Materia de Responsabilidad 
Patrimonial de la Administración Pública 
Podemos comenzar por señalar, qué es lo que nuestro s is tema legal considera 
como responsabi l idad patrimonial atribuible a la Administración Pública. 
Según se dispone en el articulo 1927 del Código Civil para el Distrito Federal en 
Materia Común y para toda la República en Materia Federal ( anexo 3, P.143): 
"El Estado tiene obligación de responder del pago de los 
daños y, perjuicios causados por sus servidores públicos con motivo 
del ejercicio de las atribuciones que les estén encomendadas. Esta 
responsabilidad será solidaria tratándose de actos ilícitos dolosos, y 
subsidiaria en los demás casos, en los que sólo podrá hacerse 
efectiva en contra del Estado cuando el servidor público directamente 
responsable no tenga bienes o los que tenga no sean suficientes para 
responder de los daños y perjuicios causados por sus servidores 
públicos". 
De esto, y a reserva de hacer los comentarios pert inentes más adelante, podemos 
identificar dos e lementos importantes en la redacción que acabamos de transcribir y que son 
precisamente, la sol idar idad y la subsidiariedad, siendo que en el artículo correlat ivo a la 
responsabi l idad del Estado, el Código Civil para el Estado de Nuevo León, solo hace 
referencia a la subsidiariedad, esto según el texto vigente contenido en el artículo 1825 
(anexo 4, P.146) que a la letra dice: 
"El Estado t iene obl igación de responder de los daños 
causados por sus funcionar ios en el ejercicio de las func iones que les 
estén encomendadas. Esta responsabi l idad es subsid iar ia y sólo 
podrá hacerse efect iva contra el Estado, cuando el funcionar io 
d i rectamente responsable no tenga bienes o los que tenga no sean 
suficientes para responder del daño causado". 
Pues bien, de lo que acabamos de exponer podemos advert ir que, nuestra 
legislación local se ha mantenido en una situación de retraso en cuanto a la responsabi l idad 
patrimonial de la Administración Pública se refiere. 
Sin embargo, creemos, al igual que muchos tratadistas, que la actividad del Estado 
a través de la Administ rac ión Pública, siendo cada vez más extensa y compleja, puede y de 
hecho sucede, ocasionar daños y perjuicios a los gobernados, que bajo este esquema 
legislativo, no t ienen muchas opciones a las cuales recurrir y por lo tanto, deben soportar 
dichos daños. 
A pesar de que nuestra legislación si prevé la responsabi l idad del Estado, no 
podemos decir con beneplácito que sea un sistema adecuado para las necesidades actuales 
de los gobernados. 
En efecto, tal y como lo señalamos cuando anal izamos los e lementos del Estado, 
decíamos que uno de ellos era la soberanía, misma que ha servido como eslabón para el 
desarrollo de la responsabi l idad del Estado, ya que "la opinión dominante durante muchos 
años fue la de que la soberanía y la responsabil idad eran nociones antitéticas, que se 
excluían mutuamente"3 7 
Además de considerarse y adoptarse durante mucho t iempo como fundamento de 
la irresponsabi l idad del Estado, aquella famosa teoría inglesa que dice "The King can do no 
wrong", es decir, "El Rey no Puede Equivocarse", equiparando así al Estado como un rey 
dictador y totalitario. 
Sin embargo, ahora, "el concepto de soberanía ha evolucionado, y ya no resulta 
incompatible que el Estado acepte el principio de responsabi l idad si éste se funda en justas 
causas sociales. El Estado puede autodeterminar o auto l imitarse y crear un rég imen jurídico 
de responsabi l idad, inspirado en las nuevas modal idades de la vida social."38 
Por esta razón, c reemos que es indispensable para desarrol lar un autént ico Estado 
de derecho, que el mismo, al auto limitarse, restrinja su actuación, a t ravés de normas 
jurídicas que, no son otra cosa más que su misma expresión de voluntad, y se someta a 
ellas, sin dejar de ser soberano. 
2.2.1.1. Responsabilidad Subsidiaria y Solidaria 
Como ya lo señalamos en el apartado anterior, al aceptarse la responsabi l idad del 
Estado en la legislación civil, v imos que esta podía ser solidaria y subsidiaria dependiendo el 
caso, si es a nivel federal o estatal. 
^ C A S T R O E S T R A D A , A lvaro . Responsab i l i dad Pat r imon ia l del Es tado, Méx ico , Edi tor ia l Porrúa. 
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Determinemos, pr imeramente lo que entendemos por responsabi l idad subsidiaria, 
presentándose ésta cuando el deudor t iene la obligación de responder por el pago de los 
daños que haya ocasionado, y en caso de que sus bienes no sean suf ic ientes para cubrirlo, 
entonces deberá intervenir otro deudor para llevar a cabo el cumpl imiento de dicha 
obligación. 
Pues bien, en el caso del artículo 1825 del Código Civil de Nuevo León (anexo 4, 
p. 146), es adoptado este concepto, siendo que, en caso, de que el gobernado haya sido 
afectado, en sus bienes, posesiones, derechos o incluso en su integridad física, por el 
desarrollo de la actividad estatal, tendría que reclamar la reparación del daño o en su caso 
de la correspondiente indemnización, al servidor público encargado del desarrol lo de dicha 
actividad, y sólo en caso de que éste no tenga bienes suficientes, entonces el Estado 
aparecerá como responsable para cubrir el monto de lo dañado. 
Por otra parte, entendemos que hay responsabi l idad solidaria, cuando frente a una 
obligación deben responder todos los deudores, es decir, en el caso de la responsabi l idad a 
la que se refiere el artículo 1927 del Código Civil para el Distrito Federal (anexo 3, p. 143), 
que indicamos, tanto el servidor público como el Estado, serán los responsables de resarcir 
el daño causado al particular. 
Sin embargo, esta disposición no hace mucha diferencia para el gobernado afectado 
ya que, según el texto mismo de tal disposición, única y exclusivamente, cuando el daño se 
haya generado por la comisión de un acto considerado como ilícito doloso, se puede 
reclamar d i rectamente tanto al servidor público como al Estado, la reparación del daño y en 
su caso el pago de la indemnización que corresponda. 
Es así como según lo dispuesto en el articulo en mención del Código Civil para el 
Distrito Federal, se presenta para el gobernado la opción de la responsabi l idad subsidiaria, 
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misma que sólo puede hacer efectiva si se presentan estos supuestos: identif icar al servidor 
público que causó el daño, y la intencionalidad de causarlo, es decir, que haya actuado con 
dolo, ya que si la conducta que lesionó los intereses del gobernado, no fue con la intención 
de causar daño, entonces no se estaría bajo este supuesto y por lo tanto recaería la 
responsabi l idad sólo en el servidor público, sin tener la posibil idad de hacer la reclamación 
directamente al Estado, es decir, la responsabi l idad sería subsidiaria. 
De esta forma, vemos como f inalmente, ya sea bajo el esquema de la 
responsabi l idad subsidiaria como en el de la responsabi l idad solidaria, quien aparece como 
responsable de los daños ocasionados a los gobernados por el desempeño de actividades 
públicas, es el servidor público, mismo que deberá ser identif icado por el gobernado, para 
que pueda hacer la reclamación a que nos hemos venido refiriendo. 
"En otras palabras, además de la necesidad de probar la 
culpa del funcionario público, para ver satisfecha la reparación de los 
daños irrogados en su patrimonio, el particular deberá también 
acreditar la insolvencia del servidor público como condición de 
procedencia para demandar al Estado. 39 
Como ya lo indicamos, al referirnos a la forma en que el Estado lleva a cabo su 
actividad de Administ rac ión Pública, decíamos que requiere para tal efecto de personas 
físicas, que actuando bajo lo que la norma les señale, realizan las act iv idades de servicio 
público propias del Estado, convirt iéndose por lo tanto en servidores públicos, siendo ellos 
quienes manif iestan en forma activa lo que el Estado representa. 
Por eso es que consideramos que no puede imponérseles a ellos, la obl igación de 
responder por los daños que se ocasionen a los particulares, cuando están actuando dentro 
•3Q 
C A S T R O E S T R A D A , A lvaro . Ob. Cit. p .197 
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del ámbito de sus funciones públicas, es decir, que no habiendo una falta personal del 
servidor públ ico, "cuando pueda destacarse ciaramente de su actuación como titular de un 
órgano público, cualquiera otra actuación que cause un daño no puede dejar de imputarse al 
propio Estado, considerándola como un hecho propio que genera a su cargo una 
responsabi l idad d i recta" . 4 0 
Vemos entonces que ni la responsabil idad subsidiaria ni la solidaria, para el caso 
único para el que está establecida, representan una solución práctica y ef iciente al reclamo 
del pago de daños y perjuicios por parte de los particulares: s iendo que ante la gran cantidad 
de personas que trabajan para la Administración Pública, en cualquiera de sus niveles -
Federal, Estatal o Municipal- y la complej idad de la organización administrat iva, hace casi 
nula la posibi l idad de que el particular pueda -para el caso de la responsabi l idad subsidiaria-
identificar al servidor público responsable y aún y que así lo hiciera, recibir el pago de la 
indemnización, ya que por lo general dichos servidores resultan insolventes, s iendo que 
únicamente y después de comprobar dicha insolvencia, se podría rec lamar a la 
Admin is t rac ión Públ ica, la reparac ión del daño, aunque para el gobernado esto genera en 
realidad un menoscabo más a su patrimonio que se ocasiona, por concepto de gastos del 
juicio correspondiente. 
2.2.1.2. Criterios que Sustentan la Responsabilidad 
de la Administración Pública 
Después de haber analizado como es que en la actual idad los part iculares no 
cuentan con un medio jurídico, eficaz y directo, que les asegure una indemnización por 
concepto de los daños que la Administración Pública les l legare a ocasionar por la falla o 
d e f e c t o en la p r e s t a c i ó n de se r v i c i os p ú b l i c o s , v e a m o s c u a l e s son los c r i t e r i os q u e 
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pudiéramos tomar en cuenta para poder atribuirle a ésta la responsabi l idad de reparar los 
daños que los servidores públicos, en el ejercicio de sus funciones, pueden l legar a generar. 
2.2.1.2.1. Criterio de la Culpa 
Bajo este criterio se ha sustentado la regulación civil de la responsabi l idad 
patrimonial del Estado. Si retomamos lo que ya habíamos indicado al tratar el tema de la 
responsabi l idad civil o subjetiva, podemos hacer la referencia de que ésta se sustenta en 
una actuación ilícita o en contra de las buenas costumbres atribuible a una persona 
determinada. 
Ahora bien, considerando que el Estado realiza sus funciones de servicio público 
por medio de la Administración Pública, como ya lo comentamos, y que ésta para llevar a 
cabo las act iv idades que se le encomiendan, lo hace a través de personas físicas que 
denominamos servidores públicos, podemos aceptar que éstos, en el desempeño de sus 
funciones pueden llegar a cometer "actos ilícitos o contra las buenas costumbres", y por io 
tanto seria viable, atribuirles culpa. 
Pues bien, hasta aquí esto no representa problema, sin embargo, este criterio si nos 
resulta insuficiente, ya que no siempre los actos l levados a cabo por los servidores públicos 
que causan daños, son consecuencia de actos ilícitos. 
Sin embargo, apegándonos a lo que nuestra legislación posit iva indica, esta es la 
única forma de responsabi l izar a los servidores públicos que causan daños a los part iculares 
afectados, s iendo entonces que se presentan los siguientes problemas: 
"1) La identif icación de los autores materiales de los danos, dando lugar a lo que se 
denomina daños anónimos -caso cada vez más f recuente en una Administ rac ión más 
compleja y tecnif icada-; 2) La dificultad de los particulares -vict imas- para poder probar el 
ilícito actuar de los agentes del Estado, es decir, su culpabil idad; y 3) La teoría de la culpa 
sólo podría -y puede- predicarse de personas físicas con voluntad propia y no del Es tado" . 4 1 
En consideración a lo anterior, podemos comentar que, en efecto, la actuación de los 
servidores, en una Administración Pública, que como ya lo indicamos, requiere del t rabajo y 
colaboración de muchos de ellos, por lo que representa gran dif icultad para los gobernados, 
determinar o identif icar al directamente responsable por los daños que, en su caso, le hayan 
originado; esto debido a que, por poner un ejemplo, en el Estado de Nuevo León, y más 
específ icamente en el Municipio de San Pedro Garza García, un conductor al transitar por 
una avenida a la cual se le están haciendo mejoras, de pronto sufre un impacto en su 
automóvil por un señalamiento de la misma obra, que carecía de un aviso visible y oportuno 
del trabajo que se esta real izando ocasionándole a dicho vehículo daños como abol laduras y 
rompimiento de cristales. 
En este caso, cómo podría dicho automovil ista identificar al servidor público 
responsable de ese daño, si en la mencionada obra laboran una c a n t i d a d d e s c o n o c i d a 
de s e r v i d o r e s p ú b l i c o s ( t r a b a j a d o r e s de l i m p i a , pavimentación, policía, transito, etc.), 
además de los empleados y funcionarios que están a cargo de la misma, que en este caso 
pudieran ser representantes de órganos administrativos distintos como pueden ser, tanto de 
la Secretaría de Desarrol lo Urbano y Obras Públicas, como de la Secretar ía de Servicios 
Primarios. 
Ante tal var iedad de posibles responsables, el particular se encuentra inmerso en un 
c o m p l e t o e s t a d o de i nde fens ión , ya que , a p e g á n d o s e a la ún ica opc ión , q u e n u e s t r a 
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legislación ofrece que es, primero, identificar al servidor público responsable para después 
determinar si actuó con culpa, misma que cosiste, según lo anal izado en el pr imer apartado e 
este capítulo, en la que por actuar intencional o imprudencial, o no asumiendo un 
determinado deber de conducta impuesto legalmente o contraviniendo las buenas 
costumbres, se lesionan los interés jurídicos de otra persona, sin que ésta tenga el deber 
jurídico de soportarlo y por tanto, la ley impone al responsable, la obl igación jurídica de 
reparar ese daño. 
Pero aquí no termina la actuación del gobernado afectado, ya que, además, si 
estamos en el supuesto de que efect ivamente, haya identif icado al servidor público 
responsable y que además haya comprobado que, en efecto, aquél actuó con la intención de 
causar daño, entonces debe ahora, el afectado, para obtener el pago de los daños y 
perjuicios que se le ocasionaron, entablar la demanda correspondiente, que más adelante 
anal izaremos, y sólo hasta que el juez dicte sentencia favorable al afectado, entonces podrá 
hacer la ejecución de la misma y cobrar el pago de la obligación. 
Bajo este criterio, es decir, el de la culpa, no podemos hablar propiamente de la 
responsabil idad de la Administración Pública; ya que dicho criterio se sustenta en un estado 
de conciencia, es decir, se t iene que tener la intención de causar daño, pero éste e lemento 
subjetivo sólo puede ser atribuible a personas físicas que t ienen capacidad de externar su 
propia voluntad, por lo tanto, no se puede pensar en responsabi l izar a una persona moral, 
como lo es la Administración Pública, porque ésta carece, precisamente, de voluntad. 
De aquí que podemos afirmar, que bajo este esquema la responsabi l idad 
patrimonial de la Administración Pública sustentada en el criterio de la culpa, es un sistema 
de responsabi l idad de los servidores públicos y no de aquella. 
a) La teoría de la culpa es insuficiente para explicar el 
fundamento de la responsabilidad del Estado, porque tal criterio 
se ciñe a los daños causados por las acciones individuales 
aisladas, que se caracterizan por su ocasionalidad, 
eventualidad y evitabilidad, que no son las propias del Estado 
como persona jurídica- Además, no explica la responsabilidad 
por la producción de daños como consecuencia del actuar lícito 
o normal de la Administración Pública, ni los daños 
impersonales o anónimos. 
b) La segunda, es un corolario de la primera. Contra el 
axioma civilista de que no hay responsabilidad sin culpa, el 
Derecho Administrativo se vio en la necesidad de salir en 
búsqueda de nuevos principios -sustentados en los principios 
generales del Derecho- que hicieran frente -a favor de los 
administrados- a las consecuencias lesivas que el actuar lícito 
o ilícito de la Administración causaba irremediablemente a los 
particulares, hasta llegar a poder afirmar que puede haber 
responsabilidad sin culpa"42 
D e e s t a f o r m a , v e m o s e n t o n c e s , q u e e l c r i t e r io d e la c u l p a q u e h a s t a a q u í h e m o s 
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2.2.1.2.2. Criterio de la Falta en el Servicio 
Como ya señalamos antes, el Estado a través de los órganos de la Administ rac ión 
Pública, t iene la responsabi l idad de llevar a cabo la prestación de los servicios públicos. 
Sin embargo, sabemos que en la actualidad la intervención de aquel la en la 
comunidad, puede diar iamente representar r iesgos por la gran cantidad de servicios que 
debe prestar. 
Es así como los administrados pueden llegar a sufrir daños ocasionados, por un 
funcionamiento anormal o irregular de dichos servicios, aún y que los órganos encargados 
de la prestación de cada uno de ellos no actúen con culpa, es decir, este criterio se basa en 
que, a pesar de que la intención, sea, por parte de los servidores públicos, la de prestar el 
servicio adecuadamente y bajo todas las medidas de segur idad necesar ias, no obstante se 
afectan los intereses de los gobernados, por alguna falla o falta en el servicio. 
Volv iendo al e jemplo que citamos, vemos como en realidad el or igen del daño que 
se le causó al particular se encuentra precisamente en una falla en la prestación del servicio, 
ya que si se hubiesen tomado las medidas de segur idad debidas por parte del órgano 
responsable del mismo, quizá el particular no hubiese sufr ido dicho daño. 
El e jemplo que citamos, es sólo un caso, de los muchos que se pueden presentar 
en las act iv idades diarias de la Administración, por eso creemos necesario tomar en cuenta 
el otro t ipo de responsabi l idad que expusimos: la objetiva o teoría del r iesgo, considerando 
que aquella, para el cumpl imiento de sus fines, requiere de la uti l ización de una importante 
cant idad de herramientas, aparatos, mecanismos y en general, toda clase de objetos que 
pueden ser de los considerados "cosas peligrosas", siendo entonces que en todo momento 
se corre el r iesgo que, por una falla, descuido, falta de previsión o de cuidado en el empleo 
de éstas, los administrados puedan ser afectados en su integridad física, moral y patrimonial. 
Con lo anterior se pudiera pensar en que, si los gobernados sufren daños, por las 
razones que expusimos, entonces debe ser el servidor público, a quien se le encomendó el 
uso y cuidado de dichos mecanismos o aparatos, el responsable por el mal manejo de los 
mismos. 
Esto pudiera ser cierto, sin embargo, no corresponde al gobernado, por las razones 
que ya señalamos, ser el que debe determinar esta situación, ya que, atendiendo a lo 
establecido en el ya citado articulo 1824 del Código Civil del Estado de Nuevo León, (anexo 
4, p. 145), apl icándolo supletor iamente a la materia administrat iva, quien paga un daño 
causado por sus empleados, t rabajadores u operarios, t iene la reserva de exigir les a éstos lo 
que haya pagado. 
Con fundamento en dicha potestad, el gobernado al verse afectado por una 
si tuación de éstas, no tendría que, pr imero determinar quien es el servidor público 
d i rectamente responsable, del mal uso de los objetos causantes del daño, además, tampoco 
tendría que determinar la culpabil idad o intencional idad del acto que le or iginó dicho daño; 
teniendo así, la opción de acudir directamente ante la Administración Pública a reclamar el 
pago del menoscabo sufrido y dejar, en manos de ésta, la facul tad de seguir el 
procedimiento aplicable al servidor público responsable; ya que para el órgano administrat ivo 
debe ser importante identificar los actos ilícitos de sus funcionarios, pero esta atr ibución no 
t iene porque traspasar sus límites internos, por lo que t iene para esto, la potestad de repetir 
contra el autor material del daño, con la intención de mantener un orden jurídico dentro de su 
propia Administración. 
Como hemos visto hasta aquí, este criterio se nos presenta, de ser apl icado 
tomando en cuenta lo que expusimos, como una opción más viable para responsabil izar, 
directamente, a la Administ rac ión Pública del pago de los daños causados por sus servidores 
públicos. 
Sin embargo, creemos necesario señalar también un criterio más para determinar la 
responsabi l idad patrimonial de la Administración Pública. 
2.2.1.2.3. Criterio de la Lesión Antijurídica 
Considerando los criterios que hasta aquí hemos expuesto, como son la culpa y la 
falta en el servicio y anal izando las dif icultades que éstas representan, vemos que se nos 
presenta un criterio más a considerar para determinar la responsabi l idad patr imonial de la 
Administ rac ión Pública, que identi f icamos como el de la lesión anti jurídica. Entendiendo por 
ésta "la concerniente a la calif icación del daño como perjuicio anti jurídico, no ya la 
anti juridicidad de la conducta del sujeto que lo ocasiona".43 
Siendo que es necesario buscar una razón que justi f ique el porque los gobernados 
deben ser protegidos en su patr imonio y considerando lo que hasta aquí hemos analizado: 
las lesiones que el Estado puede provocar a sus administrados, que se t raducen en daños y 
perjuicios, pueden ser consecuencia original de un hecho o un acto jurídico, que puede bien 
ser lícito o ilícito. De esta forma se nos presenta una opción, en donde, ya no buscamos un 
daño, un responsable y como consecuencia de esto, el resarcimiento de dicho daño, es 
decir, ya no vemos el asunto desde el lado de la Administración Pública, sino que ahora 
es tamos en la perspectiva del particular lesionado en sus intereses jurídicos, es decir, el 
patr imonio dañado. 
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Baje este esquema, entendemos por lesión un perjuicio anti jurídico que, el t itular del 
patr imonio de que se trate, no t iene deber jurídico de soportar, aun cuando el servidor 
público haya actuado con toda licitud. 
Debemos aclarar que, cuando nos refer imos a que el daño que se causa ai 
gobernado, es de aquel los que no tiene el deber jurídico de soportar, nos refer imos a que, en 
ocasiones, el patr imonio de los administrados, se ve afectado por obl igaciones que t iene que 
cumplir, en orden a la potestad tributaria del Estado, como son los requer imientos de pago 
de impuestos, siendo que, a pesar de que causan un menoscabo en el patr imonio, éste debe 
ser soportado por el contr ibuyente con fundamento en una disposición jurídica de carácter 
general. 
Vemos entonces que, bajo este criterio, se trata de establecer la responsabi l idad 
civil bajo el contexto del patr imonio y no de la culpa, es decir, no se trata de poner a la 
Adminis t rac ión Pública en tela de juicio respecto a que si su actuar es o no lícito, sino de que 
los administ rados puedan tener la segur idad de que en caso de que sufran a lgún menoscabo 
en su patr imonio, van ha tener la tranquil idad de que cuentan con el respaldo económico de 
aquella. 
Ahora bien, tomando en cuenta que los daños que se producen, son consecuencia 
de un acto antijurídico, es decir, sin la just i f icación legal para provocarlo, luego entonces, la 
lesión patr imonial toma el carácter de resarcible. De esta forma, por virtud de un traslado, 
que va del autor del daño hacia el patr imonio del afectado, la acción reparadora, pasa de una 
sanción al servidor público responsable, a una restitución de lo dañado por parte de, quien 
en última instancia debe reparar el daño, que es la misma Administración Pública. 
Bajo esta perspectiva, la teoría de la lesión antijurídica viene a ser una opción para 
la solución de este problema, ya que, no buscamos un autor material de la acción u omisión 
licita o ilícita, sino que lo que se considera elemental es que, el patr imonio del particular se 
ve afectado por un daño que él no esta jur íd icamente obl igado a soportar. 
Hasta aquí hemos indicado bajo que criterios podemos establecer la 
responsabi l idad patr imonial de la Administración Pública, señalando como tales a la culpa, la 
falta en el servicio y la lesión antijurídica. Pues bien, creemos necesario ahora, estudiar 
cómo es que, en base a éstos, podemos atribuir dicha responsabi l idad a la Administración 
Pública, es decir, qué es lo que debemos considerar para imputarle responsabi l idad. 
2.2.1.3. Condiciones y Supuestos de Imputabilidad de 
Responsabilidad a la Administración Pública 
Como hasta ahora hemos indicado, la responsabi l idad de la Adminis t rac ión Pública, 
la v isual izamos porque se ha cometido un daño a un gobernado y por lo tanto es necesario 
determinar sobre quien recae la obl igación de repararlo. 
Pues bien, no basta con que se cause un daño a los gobernados, para determinar 
que es la Administ rac ión Pública quien debe asumir la responsabi l idad de resarcirlos, sino 
que es fundamenta l que el mismo sea, de alguna forma, imputable a aquella. 
Creemos conveniente recordar, como ya lo habíamos indicado antes, que siendo el 
Estado una persona moral, requiere de personas físicas, dotadas de su voluntad para llevar 
a cabo las func iones que le son propias, como es el caso de la función administrat iva, siendo 
que ésta a su vez, t iene a su cargo la prestación de los servicios públicos necesar ios para 
sat isfacer las necesidades colectivas. 
Pues bien, la situación que queremos aclarar es con fundamento en cual esquema 
podemos atribuir responsabi l idad a la Administración Pública ya sea en base a la teoría del 
órgano esquema teórico, o por medio de la teoría de la representación esquema doctrinal. 
Con respecto a la teoría de la representación, basada en e lementos de Derecho 
Privado, está señala que el Estado, en tanto persona moral, requiere de órganos que lo 
representen; sin embargo, esta representación, se lleva a cabo, por medio de contratos 
privados, como el mandato, en el cual se establecen los limites de la actuación del 
mandatar io, por lo que si éste se excede en los mismos, la responsabi l idad recae sobre él y 
no sobre el mandante. Es así como ésta concepción no puede ajustarse a las relaciones de 
Derecho Público, toda vez que sus facul tades devienen de la ley y no de un acuerdo de 
voluntades entre particulares".44 
Por esta razón debemos entonces recurrir a lo que l lamamos teoría del órgano, 
misma que parte de la idea de que los servidores públicos, no son considerados sólo como 
representantes del Estado, sino que éstos, son una parte constitutiva del mismo, por lo que 
el órgano estatal, que funda su existencia en el orden jurídico, mismo que mediante las 
normas que establece, le da una competencia determinada, y ésta sólo puede mani festarse 
a través de las personas físicas que expresan su existencia por medio de actos y hechos 
concretos, que or iginalmente son funciones del órgano, siendo entonces que, en pr inc ip io , 
no son esas pe rsonas qu ienes t ienen la po tes tad con fe r ida por mandato legal, sino que 
son meras ejecutoras de la voluntad del órgano. 
V e m o s entonces, que esta teoría nos da un margen de imputabi l idad de 
responsabi l idad al Estado y, consecuentemente, a sus órganos, ya que así consideramos, tal 
43 . 
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y como lo hemos venido af i rmando, que las acciones de los servidores públicos en el 
desempeño de sus funciones públicas, se ent ienden realizadas por el órgano que le otorga 
sus atr ibuciones, s iendo así, que quien actúa, es la misma Administ rac ión Pública. 
De lo visto se desprende que es bajo la teoría del órgano, como se puede 
fundamentar la imputación de responsabi l idad a la Administ rac ión Pública, tomando en 
cuenta para tal efecto, las siguientes condiciones y supuestos: 
2.2.1.3.1. Hechos o Actos Administrativos 
Sabemos que la actividad de la Administración Pública se material iza a t ravés de 
hechos y actos admin is t ra t ivos, s iendo la pr inc ipal d i ferenc ia entre éstos, la forma en que, 
la voluntad administrat iva se exterioriza. 
Aunque no es el objeto de estudio del presente trabajo, cons ideramos apropiado, 
hacer referencia a lo que se ent iende por acto administrativo, para lograr identif icarlo como 
un supuesto de imputabil idad, que es el tema que nos ocupa; de esta forma lo entendemos 
como una declaración de voluntad de conocimiento y de juicio, unilateral, concreta y 
ejecutiva que const i tuye una decisión ejecutoria que emana de un sujeto: la Administ rac ión 
Pública, en el ejercicio de una potestad administrativa, que crea, reconoce, modif ica, 
t ransmite o ext ingue una situación jurídica subjetiva y su f inal idad es la sat isfacción del 
interés genera l " . 4 5 
De esta forma se ent iende que el acto administrat ivo es el aspecto formal en que se 
lleva a cabo la actividad de la administración pública, y para que el acto administrat ivo se 
material ice, es necesario llevar a cabo uno o varios hechos, que se consideran, por razón del 
órgano del cuál emanan, como administrat ivos. 
45 
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En consecuencia, los actos administrat ivos como tales, deben revestir las 
característ icas que ya mencionamos, por lo que fal tando alguno de el los, p u e d e n ser 
i m p u g n a d o s por la vía que la ley respec t i va ind ique, ya sea un recurso administrat ivo 
previsto en la misma ley, o interponiendo el juicio contencioso administrat ivo, si procediere, 
tal y como lo veremos más adelante. 
Sin embargo, los hechos administrativos, como no t ienen en sí mismos un 
fundamento legal que los regule, sino que s implemente, son la fo rma en que se ejecutan 
cot id ianamente, los actos de la administración pública, en caso de que se l leven a cabo sin la 
debida precaución o peor aún, con dolo o culpa, y ocasionen daños a los part iculares, quien 
debiera asumir la responsabi l idad por dichos daños, seria la misma Adminis t rac ión Pública, 
ya que de lo contrario, el particular se encontraría en un completo estado de indefensión, 
porque ante esta situación, no t iene ningún medio jurídico que hacer valer. 
Para pasar al siguiente supuesto de ¡mputabil idad, sólo nos cabe señalar que, si 
anal izamos lo que acabamos de exponer, podemos apreciar que, si de un acto 
administrat ivo, fundado y motivado, se pueden desglosar varios hechos administrat ivos 
"materiales", entonces no es muy descabel lado pensar que, se corre más r iesgo de que sea, 
prec isamente por causa de éstos, que se generen una cantidad mayor de daños a los 
gobernados, 
2.2.1.3.2. Los Servidores Públicos y su 
relación con la Administración 
Ahora bien, creemos que lo más importante que debemos destacar es que, para 
que los daños causados a los administrados por servidores públicos, sean imputables a la 
Administ rac ión Pública y en consecuencia al Estado estos deben haberse comet ido, cuando 
é) servidor público, se encuentre en el cumpl imiento de sus funciones al momento de 
ocasionar el daño, ya que de lo contrario, no es la Administración Pública quien debe cumpl ir 
con la obl igación de resarcir el daño, puesto que, fuera de las atr ibuciones confer idas al 
servidor público, éste es responsable de todos los daños que ocasione. 
Aún asi, es tamos convencidos de que, considerando los ingresos que la mayoría de 
los servidores públicos perciben, sabemos que no están en posibi l idades de reparar los 
daños causados a los particulares y, por lo tanto, son éstos últ imos quienes, al fin de 
cuentas, t ienen que sufrir las consecuencias de los mismos. 
Por esta razón, creemos que la subsidiar iedad que se contempla en nuestra 
legislación, no debería ser aplicable en los casos de daños ocasionados por servidores 
públicos en el cumpl imiento de su empleo, cargo, o función, aún y que el servidor público 
haya actuado fuera del ámbito de su competencia y de lo que su función establece, toda vez 
que ocasiona que el gobernado quede desprotegido, más aún si t omamos en cuenta la 
facul tad que la propia ley le confiere a la Administración Pública como es el hecho de repetir 
en contra del servidor público el pago de dichos daños. 
2.2.1.3.3. La Prestación de Servicios Públicos 
Veamos ahora lo que entendemos por servicio público para así, poder identif icar su 
funcionamiento regular o irregular y determinar bajo que condiciones, será imputable la 
responsabi l idad a la Administración Pública. 
Para el jurista Miguel Acosta Romero, el servicio público es: 
"Una act iv idad técnica encaminada a satisfacer 
necesidades colectivas básicas o fundamentales, mediante 
prestaciones individualizadas, sujetas a un régimen de Derecho 
Público, que determina los principios de regularidad, uniformidad, 
adecuación e igualdad"46 
En relación a lo anterior, podemos decir, tal y como en su momento lo indicamos, la 
prestación de los servicios públicos viene a ser una de las fo rmas de mani festac ión de la 
actividad estatal, encaminada a satisfacer las necesidades generales de una colectividad. 
Ahora bien, resulta un tanto presuntuoso decir que a través de los servicios 
públicos, la población que se beneficia con esa prestación, quedaría sat isfecha en todas sus 
necesidades, ya que éstas pueden ser muy vanadas, por lo que, el Estado, debe identif icar 
cuáles son, aquel las que el común de la colectividad requiere para mantener un nivel de vida 
satisfactorio. 
Es así como, el Estado, a través de sus órganos, delega esta obl igación, quedando 
en manos de la Federación, los Estados y los Municipios, según sea el caso, la obl igación de 
prestar servicios públicos, quedando esto establecido en la Consti tución Federal. 
Siendo por ejemplo, que en el artículo 3o Fracción VIII de dicho ordenamiento legal, 
se faculta al Congreso de la Unión a legislar en materia de educación, quedando por tanto, la 
prestación de éste servicio a cargo, tanto de la Federación, como de los Estados y los 
Municipios. 
Por otra parte, en el artículo 115 Fracción III de la citada Consti tución, se establece 
que: 
"III. Los municipios, con el concurso de los Estados cuando así fuere 
n e c e s a r i o y lo d e t e r m i n e n las l e y e s , t e n d r á n a s u c a r g o l os 
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siguiente servicios públicos: a) Agua Potable y alcantarillado, b) 
Alumbrado público, c) Limpia, d) Mercados y centrales de abasto, e) 
Panteones, f) Rastro, g) Calles, parques y jardines, h) Seguridad 
pública y tránsito, e i) Los demás que las Legislaturas locales 
determinen según las condiciones territoriales y socio-económicas de 
los Municipios, asi como su capacidad administrativa y financiera. 
Es así como a través de esta delegación que hace el Estado, la prestación de 
servicios públicos debe ser más eficaz y estar al alcance de toda la población. Sin embargo, 
como ya lo hemos visto, dicha actividad se puede ver afectada por diversas causas, que 
provocan daños a los gobernados. Es entonces cuando entramos a la discusión de 
determinar a quien se le debe imputar la responsabi l idad de resarcir d ichos daños. 
La prestación material de los servicios públicos corre a cargo de personas físicas, 
pero éstas desempeñan una función específ ica, que les ha sido encomendada por voluntad 
estatal; por lo que es el mismo Estado quien actúa a través de ellos; obl igándolos así a llevar 
a cabo, en forma excelente, el desempeño de su encargo; s iendo entonces que pudiéramos 
entender que, el funcionamiento regular o irregular de los servicios públicos, es 
responsabi l idad de los servidores públ icos encargados de ejecutarlos. 
Sin intención de redundar en lo que ya hemos expuesto, sólo queremos indicar que, 
en efecto, cualquier persona que incumpla o que no lleve a cabo correctamente las funciones 
o labores que se le han encomendado, incurre en responsabi l idad para con quien le haya 
otorgado dicho cargo, labor o función; siendo que en el caso específ ico de los servidores 
públicos, desde el momento en que se les encomienda llevar a cabo la prestación de 
servicios, están obl igados a procurar, en todo momento, que dicha actividad se lleve a cabo 
regular o adecuadamente y, en caso de que se l legaré a presentar alguna irregularidad, 
deberán ser sancionados de la forma en que la Ley de Responsabi l idades de los Servidores 
públ icos correspondiente indique, según el caso. 
Lo que no podemos aceptar es que, por los daños causados a los administrados, 
por el func ionamiento irregular del servicio prestado, sea el servidor público a quien se le 
imponga la obl igación de resarcir el daño, siendo que éste no actúa por vo luntad propia, sino 
que material iza la voluntad de la Administración Pública; por lo que debe ser ésta quien 
responda de los daños y perjuicios causados a los part iculares que resulten afectados; sin 
dejar de incurrir, el servidor., en responsabi l idad con respecto a quien le otorgó las facul tades 
que está obl igado a desempeñar. 
2.2.2. Propuesta de Reforma 
Tomando en consideración lo que hasta aquí hemos expuesto, c reemos necesario 
ahora indicar que es lo que, a nuestro entender pudieran ser las opciones más viables, para 
poder establecer la responsabi l idad patrimonial directa de la Administración Pública. 
Pr imeramente veamos porque consideramos que es a la Administ rac ión Pública a 
quien le atr ibuimos la responsabi l idad patrimonial y no al Estado. 
Como en su momento lo estudiamos el Estado para llevar a cabo sus actividades, 
que por voluntad de la colectividad le han sido encomendadas para lograr el bien público 
temporal , delega sus facultades; siendo esto lo que conocemos como división de poderes; 
correspondiendo al Poder Ejecutivo la función formal y mater ia lmente administrat iva, es 
decir, la de ser el órgano ejecutor de las leyes y de los correspondientes actos materiales 
para éste efecto. 
Dichos actos materiales, por ser innumerables y muy variados, requieren para ser 
realizados, de un órgano que se encargue de regularlos, siendo esta la labor de la 
Administración Pública, ya sea federal, estatal o municipal. 
Entendido así el Estado, vemos que ; la forma en q u e se encuentra más en contacto 
con los part iculares es a través de la Administración Pública, ya que es en la prestación de 
los servicios públicos fundamenta les donde se manifiesta, d e forma tangible la actividad 
estatal, y en donde, como ya lo habíamos señalado, se corre m á s el r iesgo de causar daños 
Creemos entonces que el Estado, entendido como persona jurídica de derecho 
público, dotada de soberanía para llevar a cabo, a través de sus órganos la prestación de 
servicios públ icos "t iene el carácter de ordenador, mientras que la Administ rac ión Pública, es 
el órgano ejecutor de la voluntad estatal a t ravés de la real ización de sus act iv idades", siendo 
entonces que debe ser a ésta, a quien se le impute responsabi l idad por los daños causados 
a part iculares, por la prestación irregular de los servicios públ icos. 
Re tomemos ahora lo que ya hemos señalado en refación al tipo de responsabi l idad 
que seria imputable a la Administración Pública. 
Considerando que el artículo 1825 del Código Civil para el Estado de Nuevo León 
en comento ( anexo 4,p.146) establece hasta el día de hoy, q u e el Estado puede ser sujeto 
de responsabi l idad, sólo si el servidor público responsable de los daños y perjuicios 
causados al part icular es insolvente, es decir, se trata de u n a responsabi l idad subsidiaria. 
Sin embargo, sabemos que para que esto suceda, es requisi to previo que el particular 
afectado haya exigido, mediante el juicio correspondiente, la reparación del daño al servidor 
público que haya sido identif icado como responsable. 
Pues bien, de la misma forma en que lo hemos venido comentando a lo largo del 
presente trabajo, creemos que la opción que nuestra legislación civil nos ofrece es muy 
limitada, por las razones que a cont inuación exponemos. 
Pr imeramente, no consideramos que sea el servidor público quien en un momento 
dado, debiera de responder por los daños ocasionados a particulares, esto por las razones 
que ya hemos expuesto; siendo por tanto, la Administración Pública, como ejecutora de la 
actividad estatal, quien debe ser la obl igada a resarcir dichos daños. 
Siguiendo la l inea de la responsabil idad, no creemos que ésta deba ser apl icada 
con fundamento en la teoría de la culpa, ya que como, en su oportunidad lo indicamos, no 
necesar iamente los daños que se causan a los particulares, t ienen que ver con un actuar 
ilícito, además de que bajo este esquema, tendr íamos que responsabi l izar a una persona 
física, con voluntad propia que haya decidido llevar a cabo el acto ilícito con la intención de 
causar un daño, no pudiendo ser entonces la Administración Pública la responsable, sino 
que la imputación tendría que hacerse a uno o varios servidores públicos. 
Por eso es que creemos necesaria la adopción por nuestra legislación del concepto 
de lesión, ya que al gobernado no le interesa determinar quien fue el autor del daño, sino la 
fo rma en que va a ser reparada la afectación que tuvo en su patr imonio, s in tener el deber 
jurídico de soportarlo, por lo que rei teramos nuestro desacuerdo, en relación a que no debe 
ser el particular quien deba llevar a cabo una investigación para identificar al servidor público 
-funcionario, empleado o trabajador- que tenía a su cargo -la función, empleo o labor-
desempeñada irregularmente y que ocasionó la lesión en el patr imonio del afectado; ya que 
en muchas ocasiones, el gobernado no tiene ni el conocimiento ni los medios para llevar a 
cabo dicha investigación, que se puede convertir, debido al tamaño actual de la 
Adminis t rac ión Pública, ya sea estatal o municipal, en un laberinto sin final; lo que 
representaría para él un gasto mayor, al monto del daño causado por la prestación irregular 
del servicio público. 
Lo anterior, aunado a que, sabemos y estamos conscientes, que ¡os salarios de los 
servidores públ icos en nuestro país, dependiendo el nivel en e! que desempeñen su función, 
no son del todo remunerat ivos; lo que ocasiona que sea más difícil, hacer los responder, de 
los daños y perjuicios, que causen durante el desempeño de su función; s iendo al final de 
cuentas el gobernado, quien terminaría soportando dicha situación, ya que, bajo el régimen 
que establece nuestra legislación, no podrá solicitar al Estado, la reparación de los daños, si 
pr imero no ha demostrado que el servidor público no t iene bienes suf ic ientes para cubrir el 
monto reclamado. 
Sin embargo, creemos que hablar de una responsabi l idad plena de la 
Administ rac ión Pública, sería como aceptar un desempeño perfecto de todos y cada unos de 
los servidores públicos que llevan a cabo las funciones de aquella, cosa que, aunque sería lo 
ideal, sabemos que es irreal, ya que éstos son seres humanos y como tales, pueden en todo 
momento cometer errores. 
Por esto, no proponemos una impunidad absoluta para los servidores públicos, ya 
que, como toda persona con voluntad propia, son susceptibles de actuar con culpa, 
negl igencia, dolo o mala fe; siendo en estos casos, cuando de manera solidaria con la 
Administ rac ión Pública, deban responder aquellos de los daños ocasionados a los 
administrados, aunque rei teramos que en ningún momento debe recaer sobre el gobernado 
afectado la obl igación de determinar si debe o no ser responsabi l izado el servidor público, 
s iendo esta obl igación únicamente de la Administración Pública. 
Pues bien, es así como consideramos que, para que se garant ice la segur idad 
patr imonial de todos los gobernados, se deben tomar en cuenta las consideraciones hasta 
aquí hechas; por lo que sugerimos, sea llevada a cabo una reforma al Código Civil v igente 
en e! Estado, en el sentido que, el actual artículo 1825 quede redactado de la siguiente 
forma: 
Artículo 1825"La Administración Pública, estatal o 
municipal según sea el caso, es responsable de los daños y 
perjuicios causados a los particulares, por el desempeño de su 
función administrativa. Igualmente deberá responder por los 
actos u omisiones que realicen sus servidores públicos en el 
ejercicio de sus funciones. En todos los casos esta 
responsabilidad será solidaria, más cuando se demuestre que 
el servidor público actuó con culpa, negligencia, dolo o mala fe 
o bien, los daños se ocasionaron mediante el uso de aparatos o 
mecanismos peligrosos, sobre los cuales en su disposición se 
ejerce una titularidad por aquellos". La Administración Pública 
podrá repetir de aquellos lo pagado de conformidad a lo 
dispuesto por el artículo 1824. 
Claro está que no basta con hacer una modif icación al artículo del ordenamiento 
civil en estudio, ya que, esto representa, sólo el fundamento para conseguir el resarcimiento 
de los daños, haciéndose necesaria una apl icación en materia adjetiva, para darle la 
t ramitación procesal adecuada a este asunto. 
Es así como anal izaremos en los siguientes capítulos, la vía procesal más adecuada 
para que el gobernado, pueda hacer efectiva la reclamación de la debida indemnización, por 
concepto de los daños y perjuicios ocasionados por la Administración Pública. 
CAPÍTULO TERCERO 
LA EXIGIBILIDAD DE LA RESPONSABILIDAD 
PATRIMONIAL A LA ADMINISTRACIÓN PÚBLICA 
3.1. Vías Procésales Actuales 
Para que los particulares puedan reclamar la responsabi l idad patr imonial de la 
Administ rac ión Pública, requieren tener a su alcance un medio procesal que les permita 
obtener, en forma pronta y expedita, el pago de la indemnización, correspondiente por los 
daños ocasionados en el ejercicio de las funciones que le fueron encomendadas a aquella. 
Aunque esta previsto este procedimiento en la Ley Federal de Responsabi l idades 
de los Servidores Públicos, Artículo 77 Bis. (anexo 9, p. 159), que dice: Cuando en el 
procedimiento administrat ivo disciplinario, se haya determinado la responsabi l idad del 
servidor público y que la falta administrat iva haya causado daños y perjuicios a particulares, 
éstos podrán acudir a las dependencias, ent idades o a la Secretaría de Contraloría y 
Desarrol lo Administrat ivo, para que ellas di rectamente reconozcan la responsabi l idad de 
indemnizar la reparación del daño en cantidad liquida y, en consecuencia, ordenar el pago 
correspondiente, sin necesidad de que los part iculares acudan a la instancia judicial o 
cualquier otra. 
Del que, como se puede observar el mismo requiere un procedimiento previo a fin 
de que el c iudadano esté en aptitud de obtener el pago por el daño ocasionado, s iendo este 
pago condic ionado al reconocimiento que las ent idades hagan del mismo y ordenen así el 
pago correspondiente. Siendo esto una l imitante, ya que en nuestra opinión este 
procedimiento no es tan sencillo de aplicar por el c iudadano común, como aparentemente se 
desprende del art iculo en mención ya que como se puede observar en el anexo 10 { p. 160) 
al c iudadano afectado no se le facilita su queja ya que primero t iene que investigar en donde 
puede presentarse esta, para poder asi reclamar el pago por el daño sufrido, para que una 
vez identi f icado el depar tamento o dependencia le informen en la misma que t iene que 
presentar su queja por escrito con dos fotocopias, l levar fotografías y test igos que avalen la 
declaración y solo entonces se podrá analizar la queja, lo que nos lleva de nueva cuenta al 
proceso legal que hemos venido anal izando en este trabajo 
De esta forma se nos presentan en la actualidad y bajo el rég imen de 
responsabi l idad que hemos venido anal izando, dos vías la administrat iva y la judicial con sus 
respect ivos procedimientos, para que el particular pueda hacer exigible d icha indemnización, 
s iendo éstos: el juicio administrativo, el juicio político, el juicio ordinario civil, y el juicio penal. 
Esto es, la exigibi l idad del pago de daños y perjuicios derivados de la comis ión de un delito, 
dentro de los procesos penales. 
Anal icemos brevemente cada una de éstas vías, para tener un panorama más 
amplio, de lo que implica para cada particular afectado en su esfera patr imonial, hacer el 
reclamo ante las distintas autoridades, del pago de los daños ocasionados por el desempeño 
de la función administrat iva del Estado. 
3.1.1. Juicio Administrativo 
La responsabi l idad administrat iva se establece para todos los servidores públicos, 
por actos u omis iones en los que incurran, y que afecten los principios de legalidad, 
honradez, lealtad, imparcial idad y eficiencia, s iendo estos regulados por la Ley de 
Responsabil idades de los Servidores Públicos en la que se establecen las obl igaciones que 
rigen a todo funcionario público, con el fin de proteger y salvaguardar los principios antes 
señalados y cuyo incumplimiento dará lugar a la imposición de sanciones administrativas, las 
cuales pueden ser: El Apercibimiento privado o público, La Amonestación privada o pública, 
Suspensión, Destitución del puesto, Sanción Económica, Inhabilitación temporal para 
desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público. 
Y mismas que serán aplicadas una vez que se llevo a cabo el procedimiento 
administrativo correspondiente hasta la manifestación del pronunciamiento que corresponde 
a la autoridad administrativa.47 
De acuerdo al Código Federal de Procedimiento Administrativo este consta de 
cuatro etapas que son La Iniciación, La Instrucción, La Decisión, y La Eficacia. ( Ver 
c u a d r o , a n e x o p . 1 6 1 ) . 
La iniciación es la l lamada apertura y puede ser de dos formas a petición de oficio 
y de parte, la fase oficiosa se inicia cuando es la propia administración la que impulsa los 
trámites del procedimiento. Generalmente esto sucede en las funciones administrativas de 
control y evaluación, en las que por disposición de la ley, los órganos administrativos deben 
actuar, sin necesidad de la intervención del particular. El procedimiento a petición de parte 
sólo puede iniciarse por la instancia que presenta el particular, como puede ser la solicitud 
de una licencia o permiso, o la interposición de un recurso. 
En la fase de instrucción el órgano administrativo se allega los elementos 
n e c e s a r i o s p a r a a l c a n z a r una d e t e r m i n a d a c o n v i c c i ó n r e s p e c t o de l a s u n t o de su 
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conocimiento. En esta los particulares que sean afectados por el acto que se dicte, debe ser 
oídos en el procedimiento, aportar las pruebas y formular sus alegatos para la defensa de 
sus intereses. 
La decisión se presenta con el pronunciamiento que la autoridad hace de la 
convicción que tiene con los elementos que se allegó, y debe ser expresada por escrito y 
oportunamente. 
La fase de eficacia se manifiesta en el principio de publicidad de las disposiciones 
que afecten los derechos de ios particulares y se realiza a través de la notif icación del acto 
que se ha producido so pena de nulidad, que impide la producción de los efectos del acto. 
3.1.2. Juicio Político 
Como primer comentario es conveniente señalar que los procedimientos 
administrativos cuando carecen de una disposición aplicable a un determinado caso, se 
apoyan siempre en las legislaciones del orden común y en el caso de la ley de 
responsabil idades la apreciación de las pruebas que presenten tanto los acusadores del 
servidor público inculpado como el propio servidor en su defensa se apreciaran de acuerdo 
con lo que dispone el Código Federal de Procedimientos Penales (Articulo 45). 
El juicio político se endereza contra los funcionarios de más alta jerarquía de los 3 
poderes de la Unión, Ejecutivo, Legislativo y Judicial. 
El juicio político procede cuando se cause un perjuicio al interés público 
fundamental. Son causas de perjuicio al interés público: el ataque a las instituciones 
democrát icas, a la forma de gobierno que es republicano, representativo y federal, por 
violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales o sociales, por atacar al 
sufragio, por usurpar funciones, por cualquier violación a la const i tución o a las leyes 
federales con perjuicio grave a la Federación o a varios Estados o motive algún trastorno en 
el funcionamiento normal de las instituciones, las omisiones de carácter grave y por violar 
sistemática y gravemente los planes, programas y presupuestos federales y del Distrito 
Federal y a las leyes que determinan el manejo de los recursos económicos federales y del 
Distrito Federal. 
El juicio político ( Ver cuadro anexo, p.162), empieza con la denuncia que presente 
cualquier c iudadano. Dicha denuncia se presentará ante la Oficialía Mayor de la Cámara de 
Diputados y el denunciante t iene un plazo de tres días naturales para ratificar el contenido de 
su denuncia, la denuncia deberá ir acompañada de las pruebas documenta les o elementos 
probatorios suficientes para establecer la existencia de la infracción y estar en condiciones 
de presumir la responsabi l idad del servidor público que ha sido denunciado. 
Una vez que la denuncia fue ratif icada, la Oficialía Mayor de la Cámara de 
Diputados la turna a una ent idad denominada Subcomis ión de examen previo de las 
Comis iones Unidas de Gobernación y Puntos Consti tucionales y de just icia que depende de 
los Diputados que forman parte de las Comisiones de Gobernación, puntos const i tucionales 
y de justicia. La mencionada subcomisión examina pr imeramente si el servidor público 
denunciado por su encargo es susceptible o no de instaurarle juicio político y si hay pruebas 
suf ic ientes que hagan presumible la responsabi l idad del inculpado y si la conducta merece o 
no juic io político. Si la subcomisión desecha la denuncia -característ ica la anterior que en la 
Legis lación local contempla una variación importante ya que al operar el desechamiento la 
denuncia presentada se revierte en contra del c iudadano pudiéndole resultar una 
responsabi l idad civil o penal ( artículo 13 párrafo segundo de la Ley de Responsabi l idades 
del Estado de Nuevo León)- cont inuando en el orden federal se pasa el desechamiento al 
pleno de las Comis iones de Diputados ya mencionadas revisa dicho desechamiento, pero si 
la menc ionada subcomisión dice que hay elementos se turna al Pleno de las Comis iones 
Unidas de Gobernación y Puntos Consti tucionales y de just icia para que se turne a la 
sección instructora de la Cámara. El plazo que tiene una subcomisión de examen previo para 
resolver sobre la aceptación o desechamiento de una denuncia es de 30 días hábiles 
La sección instructora debe recabar pruebas y darle informes al funcionario 
denunciado ya sea por escrito o personalmente por comparecencia. Dicha sección 
instructora abre el juicio a pruebas por otros 30 días para que ofrezcan los e lementos 
probatorios tanto el c iudadano denunciante como el servidor público y las pruebas que 
también desee recibir la citada sección instructora. Una vez que concluye el plazo de 30 días 
para las pruebas, el expediente queda a la vista de las partes por 3 días naturales para que 
las partes tomen nota de lo actuado y formulen sus alegatos, mismos que deberán formular 
por escri to en el plazo de 6 días. Una vez que concluye el plazo para los alegatos, la sección 
formula sus conclusiones de acuerdo con las constancias, ya sea para concluir el 
procedimiento o para continuarlo si así lo estima. 
Si la sección est ima que no hay responsabi l idad se archiva el asunto pero si est ima 
que si hay responsabi l idad, debe elaborar conclusiones en las que decrete que esta 
legalmente comprobada la conducta irregular, que esta just i f icada la responsabi l idad del 
servidor; debe decretar la sanción que debe imponerse y en el caso de ser aprobada por las 
Comis iones de Gobernación y Justicia enviarla a la Cámara de Senadores. Es conveniente 
destacar que las sanciones aplicables en el juicio político consisten en: Dest i tución del cargo 
si el servidor está en funciones y además la inhabil itación para el servicio públ ico de uno a 
veinte años (artículo 8 ). 
Una vez que se emite la resolución de la sección, el presidente de la Cámara de 
Diputados debe convocar en el término de 3 días a una reunión haciéndole saber de ello al 
denunciante y luego al servidor público o a su defensor para que aleguen. Una vez que 
emiten sus alegatos se procede a votar el d ic tamen de la sección instructora. 
Si la Cámara de Diputados resuelve que no procede acusar al servidor público, este 
continua en su encargo. En caso contrario una comisión de 3 Diputados sostendrá la 
acusación ante la Cámara de Senadores. 
La Cámara de Senadores recibe el expediente a una sección denominada de 
enjuiciamiento, la cual emplaza al acusado, a los 3 Diputados y al Defensor para que 
nuevamente aleguen en el término de 5 días. Concluido el plazo menc ionado la sección de 
enjuiciamiento también formula conclusiones proponiendo que tipo de sanción debe de 
imponer al servidor público. Una vez que emite sus conclusiones se entrega a la Secretaría 
de la Cámara de Senadores. 
La Secretaría de la Cámara de Senadores recibe las conclusiones y señala fecha 
para la audiencia en la que se recibe a los d iputados y al servidor públ ico y sus defensores y 
después de que alegan se vota declarando lo que corresponda. 
3.1.3Juicio Ordinario Civil 
Siendo que no se establece en el Código de Procedimientos Civiles para el Estado 
de Nuevo León vigente ninguna tramitación especial para llevar a cabo la reclamación de los 
daños y perjuicios ocasionados a particulares por el Estado, ésta se tramita mediante Juicio 
Ordinario Civil, ya que asi se establece en el artículo 638 (anexo 5,p.151), de dicho 
ordenamiento procesal, al señalar que: 
"Las controversias que no tuvieren señalada en este Código tramitación especial se 
venti larán en juicio ordinario". 
Es así como actualmente, si un particular se ve afectado en su esfera patr imonial 
por daños ocasionados por la prestación de servicios públicos por parte del Estado, t iene 
que, para exigir el debido pago de los daños y perjuicios, pr imeramente, según como ya lo 
habíamos indicado, haber l levado a cabo las gest iones necesarias para identif icar al servidor 
público responsable, para así poder estar en posibi l idad de entablar la correspondiente 
demanda civil, en contra de dicho servidor. 
Ahora bien, si tomamos en cuenta los momentos procésales que se llevan a cabo 
durante la t ramitación de este juicio, ( Ver cuadro anexo, p. 164), vemos que, 
independientemente del t iempo y costo que implica el identificar al servidor público 
responsable, el particular afectado tendrá que entablar la demanda en contra de éste, y 
s iempre y cuando se encuentre ajustada a lo que establece la ley, entonces el juez emplaza 
al demandado para que en el término de nueve días lleve a cabo la contestación. 
Si el demandado no opone ningún tipo de excepciones y contesta la demanda, 
entonces se abre el juicio a pruebas si alguna de las partes lo solicita, según se indica en el 
artículo 642 del mismo ordenamiento adjetivo, (anexo 5,p.142)), siendo que dicho periodo 
probator io tendrá una duración de no más de veinticinco días, dividido en dos per iodos 
comunes a las partes: uno de cinco días para el ofrecimiento y la exhibición o presentación 
de pruebas y otro de veinte dias, para la ejecución o desahogo de las mismas. Concluido el 
período probatorio, se inicia el período de alegatos por un término común de tres días, para 
que después el juez dicte sentencia, esto según los l ineamientos de los artículos 398 y 399 
del código procesal en comento, (anexo 5,p.150). 
De lo anterior podemos concluir que, solamente contabil izando los términos legales 
que menc ionamos, son alrededor de cuarenta días hábiles, los que tendr ían que transcurrir 
para que el particular afectado, pueda y sólo en caso de que el juez dicte sentencia 
condenator ia al servidor público responsable, hacer efectivo el pago de los daños y perjuicios 
que reclama. 
Claro que esto, considerando que el servidor público responsable pudiera cubrir con 
sus bienes la responsabi l idad patrimonial que se le impone, porque si no es así, entonces el 
particular, en su afán por conseguir jus tamente lo que le corresponde, tendría que procurar el 
cumpl imiento de la sentencia dictada por el juez, medíante el procedimiento de ejecución, lo 
que implica para el afectado, un gasto más por concepto de honorar ios y gastos de 
ejecución. 
Pues bien, hasta aquí hemos visto, que en definitiva, bajo este sistema de 
responsabi l idad patr imonial resulta poco práctico y hasta incosteable para el particular 
afectado, exigir la reparación de los daños y perjuicios al servidor público, siguiendo el 
procedimiento ordinario civil; debido a que, tal y como ya lo expusimos, para llegar a la 
sentencia en donde el juez imponga la obl igación de resarcir el daño, por medio del pago de 
una cant idad líquida a cargo del servidor público, podría llegar a pasar más de un año, para 
recibir la cant idad reclamada, que en la mayoría de los casos resulta menor a los gastos 
generados y energías invertidas para esta recuperación, esto debido a todo el desgaste que 
se genera, tanto económico como emocional, para el afectado, s iguiendo dicho 
procedimiento. 
Veamos ahora cual es el t ratamiento que se le da al procedimiento de la reparación 
del daño en materia penal, es decir, cuando el particular identif ica al servidor público y 
resulta que su responsabi l idad es consecuencia de un acto ilícito t ipif icado en la ley como 
delito. 
3.1.4. Reaparición del Daño en Materia Penal 
Como veíamos en el punto anterior, cuando un gobernado se ve afectado en su 
patr imonio por los daños y perjuicios ocasionados por el ejercicio irregular de las funciones 
del Estado, t iene a su alcance la opción de reclamar la indemnización por este concepto, 
demandando al servidor público, que previamente haya sido identi f icado -por el gobernado-
corno responsable, en la vía ordinaria civil, siendo que en caso de que el juez imponga la 
obl igación a dicho servidor público, de resarcir el daño y éste cuenta con los medios 
económicos para cubrir el monto establecido, entonces el gobernado queda indemnizado. 
Sin embargo, puede darse el caso de que el servidor público haya ocasionado los 
daños como consecuencia de un delito, siendo en este caso aplicable lo que establece el 
artículo 141 del Código Penal para el Estado de Nuevo León vigente, (anexo 6,p.153) que 
indica que: 
"Toda persona responsable de un hecho delictuoso, lo es también por el daño y 
perjuicio causado por el mismo, y t iene la obl igación de repararlo. Esta obl igación es de 
orden público respecto a los penalmente responsables". 
Con fundamento en lo anterior, vemos que, de manera general se impone la 
obl igación a toda persona responsable de un hecho delictuoso, de reparar los daños 
ocasionados, s iendo que en el artículo 145 del mismo ordenamiento penal (anexo 6, p153.), 
se establece que: 
"Están obl igados a reparar los daños y perjuicios, como responsabi l idad civil, en la 
forma y términos que fije el Código de Procedimientos Penales: ...III.- La Federación, el 
Estado y los Municipios, por los delitos comet idos por sus servidores públ icos en el ejercicio 
de sus cargos." 
Más adelante, en el artículo 147, (anexo 6, p154.), se señala que, será el Código de 
Procedimientos Penales, en donde se determinará la forma de hacer efect iva la reparación 
del daño, misma que se precisa en los diversos numerales 471 al 479 del código adjetivo en 
comento, (anexo 7, p. 155 a 156), en donde se establece que la reparación a que nos 
refer imos, debe promoverse ante el tr ibunal que conoce del procedimiento penal. 
Además se indica que la responsabi l idad civil debe declararse a instancia de parte 
ofendida, es decir, el gobernado que sufrió los daños, es quien debe promover el incidente 
de reparación, mismo que debe ser por escrito, en donde se expresen los hechos o 
circunstancias que originaron el daño y perjuicio, así como fijar con precisión la cuantía de 
éste. 
Se da vista al demandado por un plazo de tres días, t ranscurr ido éste se abre a 
pruebas el incidente por un plazo de quince días, siendo que en caso de que el demandado 
no comparezca o transcurr ido el periodo de pruebas, el juez, dentro de tres días en 
audiencia verbal, oirá lo que las partes quieran exponer para fundar sus derechos, 
declarando en esta audiencia cerrado el incidente, que se resuelve al mismo t iempo que el 
proceso o dentro de ocho días, si ya se hubiere dictado sentencia en aquél. 
Cabe agregar que, cuando el gobernado que sufrió los daños no promueve éste 
incidente, después de fal lado el proceso respectivo, puede exigirlo por la vía ordinaria civil, 
que ya comentamos. 
Sin embargo, veíamos que puede darse el caso que el servidor público, aun y que 
haya sido declarado por el juez, como responsable, y por tanto obl igado al pago de los daños 
y perjuicios que reclama el gobernado, no cuente con los medios económicos suficientes 
para cubrir dicho pago, entonces tendrá el derecho de exigirlo al Estado, con fundamento en 
la responsabi l idad subsidiaria de éste para con sus servidores públicos. 
Esto representa un problema para el gobernado, ya que tendría que identif icar la vía 
procesal y la autor idad ante la cual presentaría dicha demanda. 
Pudiéramos pensar que lo procedente, sería el juicio contencioso administrat ivo, 
mismo que se establece en la Ley de Justicia Administrat iva del Estado de Nuevo León 
vigente, y que declara en su artículo 17 Fracción IX, que el Tr ibunal Contencioso 
Administrat ivo es competente para conocer de los juicios que se promuevan en contra de los 
actos o resoluciones que sean dictados, ordenados, e jecutados o que se pretendan ejecutar, 
por autor idades administrat ivas, en los casos relativos a la responsabi l idad patr imonial 
extracontractual reclamada al Estado, a los Municipios, o a las ent idades paraestatales o 
municipales. 
Sin embargo, haciendo un análisis de este artículo, l legamos a la conclusión de que 
no es procedente para el caso que nos ocupa, toda vez que lo que se pretende es reclamar 
al Estado, el pago de la indemnización en virtud de la responsabi l idad subsidiaria con el 
servidor público que ha sido declarado como responsable por el juez, ya sea civil o 
penalmente, dependiendo el caso, siendo que esto se vería reflejado en una sentencia 
definit iva emanada de una autoridad judicial, y por lo tanto, no es objeto del juicio 
contencioso administrat ivo, ya que éste, sólo es procedente en contra de actos o 
resoluciones de autor idades administrativas. 
Ahora bien, por otra parte, si el gobernado pretendiera hacer efectiva la reclamación 
de daños y perjuicios, con fundamento en el artículo en comento, vemos que tampoco es 
procedente acudir d i rectamente ante el Tribunal Contencioso Administrat ivo, toda vez que, 
aun y que los daños causados al gobernado pudieran considerarse como una 
"responsabi l idad extracontractual del Estado", tal y como lo establece la ley en comento, 
debemos recordar pr imeramente que la prestación de servicios públicos, que es el problema 
que nos ocupa, ni son resoluciones ni son actos administrativos: además que tal y como ya 
lo estudiamos, el Estado, bajo la dimensión de la legislación vigente, carece de 
responsabi l idad, siendo el servidor público quien debe responder por los daños que ocasione 
en el ejercicio de sus funciones. 
De esta forma, podemos ver como es que el Juicio Contencioso Administrat ivo no 
puede ser el adecuado o procedente para tramitar las reclamaciones de responsabi l idad que 
pretendan hacer los gobernados en contra de la Administración Pública, teniendo entonces, 
que acudir a las vías procésales que ya señalamos. 
CAPÍTULO CUATRO 
VÍA PROCESAL PROPUESTA 
4.1 Vía Procesal Propuesta 
Como hemos visto hasta aquí, las opciones que nuestra legislación procesal vigente 
nos presenta, para hacer efectivo el pago de daños y perjuicios generados por la prestación 
de servicios públicos, resultan obsoletas, incosteables y poco efectivas. 
Es por esto que, después del estudio hecho hasta aquí, c reemos que, tomando 
como base la propuesta de reforma que indicamos en el capítulo segundo, c reemos 
necesar ia la incorporación a nuestra legislación procesal civil de un procedimiento especial 
para hacer efectiva la reparación pecuniaria a la que nos hemos venido refir iendo. 
Este procedimiento podría ser tratado como un juicio especial sumario, de manera 
que el part icular pueda demandar di rectamente a la Administración Pública, ya sea estatal o 
municipal, según el caso, sin que tenga que recurrir al juicio ordinario civil. 
Así pues, aunado a la reforma del artículo 1825 que propusimos, c reemos necesario 
hacer una reforma por adición al Código de Procedimientos Civiles para el Estado de Nuevo 
León, en su Libro Segundo, Título Segundo, de manera que quede redactada de la siguiente 
forma: 
CAPITULO I Bis 
Del Procedimiento Especial Sobre Reparación 
de Daños 
Causados por la Administración Pública 
645 Bis. - En caso de que los gobernados sufran un 
menoscabo en su patrimonio como consecuencia de la 
prestación de sen/icios públicos por parte de la Administración 
Pública, Estatal o Municipal, podrán demandar la reparación 
del daño, según lo que se dispone en el presente capítulo. 
645 Bis I\ - La demanda en que se ejercite la acción 
señalada en el artículo que antecede, deberá reunir los 
requisitos señalados en el artículo 612 de éste Código. 
645 Bis II: - Admitida que sea la demanda, se correrá 
traslado de ella y de las copias de los documentos exhibidos a 
la parte demandad, emplazándosele para que la conteste 
dentro del término de cinco días. 
645 Bis III: - La contestación, deberá sujetarse a los 
términos previstos para la demanda, haciéndose valer 
simultáneamente, e n é s f e m / s m o escr i to , las excepciones y 
defensas que se tengan, cualquiera que sea su naturaleza, 
siendo que todas éstas, serán resueltas en la sentencia 
definitiva, a menos que se trate de las excepciones de 
Incompetencia o falta de personalidad, siendo que en éste 
caso, se dará vista al actor, para que en un término de cuatro 
días, aporte las pruebas conducentes. 
645 Bis IV: - Contestada que sea la demanda, a petición 
de parte o si el juez lo estima necesario, se abrirá el juicio a 
pruebas, concediendo cinco días hábiles para su ofrecimiento, 
los que empezarán a contar desde el día siguiente de la 
notificación personal del auto respectivo. El ofrecimiento, 
admisión y desahogo de las pruebas, se sujetará a las reglas 
establecidas para ellos en éste Código. 
645 Bis V: - Una vez concluido el período de ofrecimiento 
mencionado, el Juez citará a las partes a la audiencia de 
pruebas y alegatos, misma que se celebrará dentro de ios 
cinco días siguientes a la notificación personal del auto 
respectivo. 
Inmediatamente de desahogadas las pruebas se oirán los 
alegatos de ambas partes, quienes también los podrán 
presentar por escrito en ese momento. 
645 Bis VI - El juez pronunciará sentencia en un plazo no 
mayor de ocho días, a contar del siguiente a la celebración de 
la audiencia. Siendo el caso de sentencia que condene a la 
Administración Pública Estatal o Municipal el resarcimiento del 
daño, deberá incluir: 
I. La actualización del monto indexado al Indice Nacional 
de Precios al Consumidor desde la fecha en que se causó el 
daño hasta que se dicte sentencia. 
II.- La condena en el pago de gastos y costas conforme al 
Arancel para Abogados. 
645 Bis VII. Cuando se resuelva la procedencia del 
resarcimiento en la sentencia definitiva, el particular acudirá a 
la Tesorería Estatal o Municipal, según sea el caso, con copia 
certificada de la misma, para que le sea pagada la cantidad 
indicada. Esta acción prescribe en seis meses a partir de que 
la sentencia cause ejecutoria. 
645 Bis VIII. - En todo lo no previsto aquí se estará a lo 
dispuesto por las reglas de éste Código, en cuanto no se 
opongan a lo previsto en éste Capítulo. 
V e m o s pues que mediante esta adición, se le brinda a los gobernados, una 
ecuanimidad en su haber diario, ya que saben que cuentan con un medio jurídico de defensa 
que hacer valer, de jando a la Administ rac ión Pública, la responsabi l idad de identificar, si lo 
hay, al servidor público que actuando con culpa, negligencia, impericia, dolo o mala fe, le 
ocasionó los daños que reclama, 
Debemos agregar que lo que hasta aquí hemos expuesto., es la mani festación de lo 
que cons ideramos como el avance necesario que nuestra legislación requiere para que, la 
actuación de una Administ rac ión Pública que cada vez, se vuelve más compleja y tecnifícada 
-sobretodo en las c iudades más desarrol ladas- acorde, a la real idad que acontece, hoy por 
hoy, en la Administ rac ión Pública del Estado de Nuevo León, al existir contratos de seguros 
para automóvi les, con diversas compañías, es decir, se ésta considerando que los 
servidores públicos, al igual que cualquier gobernado, pueden causar daños tanto a 
personas como a cosas al conducir un vehículo, y por lo tanto, aquel la se responsabil iza, 
previamente, en virtud del r iesgo que esta actividad implica. 
Con esto nos damos cuenta que la Administración Pública en México empieza a 
superar los retrasos de una cultura de supremacía gubernamental , de jando a un lado las 
teorías de una autor idad impune de poder il imitado, para pasar paulat inamente a la de una 
autor idad que es por y para el pueblo, l levando a cabo actividades de servicio público, pero 
asumiendo las responsabi l idades que éstas generen. 
Sin embargo, creemos que no basta con que la Administ rac ión Pública tenga la 
buena voluntad de superar teorías retrógradas, si esto no se ve ref lejado en la ley. 
Si bien es cierto que algunos cambios se están dando, no son del todo definit ivos 
mientras no haya una norma jurídica que así lo determine, ya que, tomando en cuenta que 
cada Administ rac ión t iene un término de seis o tres anos, dependiendo si es estatal o 
municipal, respect ivamente, las decisiones o resoluciones que se tomen en el ejercicio de 
una, no signif ica que vayan a ser las que de hecho se sigan l levando a cabo bajo el período 
de una nueva Administración. 
Por esto es que, después de la investigación que l levamos a cabo, podemos af irmar 
la inminente necesidad de adecuar las disposiciones legales vigentes en el Estado de Nuevo 
León, a la realidad que impera en nuestra sociedad. 
Lo que traería como resultado inherente la ef icientización de recursos tanto 
humanos como mater iales ya que al instaurar un procedimiento que resuelva en forma 
rápida y expedita sobre el daño ocasionado al c iudadano, nos daría como consecuencia un 
menor gasto e inversión de recursos, al evitar procedimientos largos; más aún que sí la 
Adminis t rac ión Pública en forma solidaria hace el pago de la reparación de daños la ley la 
faculta para repetir lo pagado por concepto de reparación de daños al c iudadano, 
ocasionando con esto una mayor eficacia en el desempeño de su función ya que el servidor 
público pondría mayor atención y cuidado en su cometido toda vez que en caso de ser 
responsable del daño ocasionando este se vería obl igado a pagar a la Administ rac ión 
Pública lo que esta haya pagado por concepto de reparación de daños al c iudadano evitando 
así las posibles crisis de legit imidad a las que esta expuesta la Administ rac ión Pública dado 
que su objeto o f inal idad es la del bienestar de la ciudadanía esto es el bien público, toda vez 
que la Adminis t rac ión Pública es la parte ejecutiva del gobierno y a ella conciernen la 
selección, coordinación y organización de las actividades de este con medios materiales y el 
personal adecuado. Legi t imando esto con la eficientización de los recursos (presupuesto) y 
la eficacia en la prestación de servicios. Los que deben prestarse con base en el consenso 
popular. 
CONCLUSIONES 
El Estado surge como una necesidad social, por la in terdependencia natural que 
existe entre grupos humanos, que asentados permanentemente sobre un territorio 
determinado, crean una persona jurídica de derecho público, dotada de la soberanía que 
reside or ig inalmente en ellos, que actúa bajo las disposiciones de un orden jurídico, cuyas 
funciones deben ser encaminadas a lograr el bien común de la colectividad, creando órganos 
de gobierno y con un patr imonio determinado para llevar a cabo las act iv idades que le han 
sido encomendadas. 
Ahora bien el Poder Público del Estado se t raduce en autoridad, misma que se 
ejerce de dos formas: el Gobierno y la Administración Pública, s iendo que la pr imera, toma 
forma de creadora y controladora del derecho, mientras que la segunda se refiere a la 
función de prestar servicios a la comunidad, mediante personas físicas, denominadas 
servidores públicos, ya sean funcionarios, empleados o trabajadores, que representan la 
voluntad del Estado. 
Y para que el Estado pueda dar cumpl imiento a sus funciones, requiere de recursos 
económicos, mismos que pueden ser obtenidos por éste, de forma originaria, como lo es el 
Terr i tor io Nacional; o bien, puede obtener ingresos con fundamento en la potestad tributaria 
que la ley le confiere. 
En tanto que es persona jurídica de derecho público, el Estado y aun la 
Administ rac ión Pública, en su carácter de prestadora de servicios públ icos es sujeto de 
derechos y obl igaciones y, por lo tanto, se le puede atribuir responsabi l idad, tanto objetiva 
como subjet iva, ya que para la prestación de servicios se requieren tanto de un número 
indeterminado de servidores públicos, como de aparatos o mecanismos, generando en todo 
momento si tuaciones de riesgo en las que se pueden causar daños a los gobernados, ya sea 
en su integridad física o en su bienes patrimoniales. 
Motivo por el que se han creado procedimientos con los cuales se pretende proteger 
a los gobernados como son el Procedimiento Administrat ivo Disciplinario, el Juicio Político, el 
Juicio Ordinar io Civil y el Incidente de Responsabi l idad en materia Penal. Con los que si bien 
se pretende proteger a los gobernados estos no son del todo sencil los en su apl icación y 
mucho menos en lograr el resultado deseado por el c iudadano ya que estos representan en 
muchos de los casos una inversión mayor a lo que se pretende por el pago de los daños 
sufr idos lo que sumado a los largos procesos resultando incosteable para el gobernado. 
Y siendo que el pago de la reparación del daño se contempla bajo la actual 
regulación del Código Civil para el Estado de Nuevo León, en el que la responsabi l idad 
patr imonial atribuible al Estado, se contempla, sólo de manera subsidiaria, s iendo que, a 
quien se considera responsable de los daños y perjuicios ocasionados a los gobernados, es 
al servidor público, y sólo en caso de que éste no tenga bienes suficientes para el pago de la 
indemnización o de la restitución de la cosa dañada, será el Estado quien responda por éste 
concepto, dando lugar a que corra por cuenta del gobernado que sufr ió el daño, la 
invest igación necesar ia para determinar quien fue el servidor público responsable, si lo hay. 
Con lo que se genera la desconf ianza e inseguridad del c iudadano hacia el servidor público 
recayendo está como consecuencia en el Estado, ya que el gobernado ve al funcionar io o 
servidor público como el Gobierno. 
Razón por la que en primer término se propone la reforma al Código Civil a fin de 
que se establezca como responsabi l idad de la Administración Pública la responsabi l idad 
Solidaría, esto con el f in de que sea esta ia responsable del pago al c iudadano 
independientemente de los procedimientos que poster iormente tenga que instaurar la misma 
para repetir lo pagado del servidor público responsable. 
Ya que para el gobernado, resulta irrelevante quién aparece como, responsable de 
los daños que le generen la prestación de servicios públicos, por lo tanto, no es importante 
determinar si el servidor público actuó con culpa o con falta de precaución en el desempeño 
de sus funciones, sino que lo t rascendente es que el patr imonio o la integridad física del 
gobernado es afectado por un daño que no está jur íd icamente obl igado a soportar. Ya que 
este se origino por un acto de omisión, negligencia o descuido intencional o por imprudencia 
del servidor público que representa a la Administración Pública en el ejercicio de sus 
funciones y s iendo que esta se conforma por todos y cada uno de los empleados o 
t rabajadores que la ley señala como servidores públ icos en consecuencia deberá recaer en 
ia Administ rac ión Pública la reparación del daño ocasionado 
Toda vez que la función de la Administración Pública es la de prestar servicios a sus 
administrados, sobre ésta debe recaer la responsabi l idad de reparar los daños que se 
ocasionen, s iendo su deber, determinar quien es el servidor público responsable y en su 
caso, repetir contra éste, los gastos que haya irrogado por concepto de pago de daño y 
perjuicios. 
Por lo cual es necesario adecuar la legislación civil vigente en el Estado de Nuevo 
León, tanto en materia sustantiva como en la adjetiva, de manera que, el gobernado pueda 
tener a su alcance un medio jurídico seguro y eficaz para exigir la reparación de los daños y 
perjuicios que le genere el funcionario público en la prestación de servicios públicos, y de 
esta forma pueda demandar di rectamente a la Administración Pública mediante un 
procedimiento especial sumario que garant ice el pago que reclama, quedando así el 
gobernado protegido en su patr imonio y dejando a la Administración Pública, la tarea de 
identif icar al servidor público responsable y en su caso tomar las medidas que correspondan. 
Por lo que es necesario que las normas y procedimientos jurídicos vigentes en el 
Estado, estén de acuerdo con la realidad que se vive, ya que de nada sirve que se den 
algunos avances en la Administración Pública, cuando éstos no encuentran un fundamento 
que les dé soporte y continuidad. Y sobre todo que den sat isfacción a la c iudadanía en su 
carácter de gobernados ya que a fin de cuentas son quienes dan vida al gobierno del cual 
forma parte la Administ rac ión Pública. 
Mediante la reforma por adición al Código de Procedimientos Civi les para el Estado 
de Nuevo León que se propone, se le proporciona al gobernado un medio jurídico de 
defensa, en donde la parte demandada será la Administración Pública Estatal o Municipal, 
según sea el caso, de manera que; en un término no mayor a 20 días, el gobernado afectado 
pueda, en caso de obtener sentencia favorable a sus pretensiones, hacer efect iva la 
reparación de los daños que le fueron ocasionados, dejando a la misma Administración, la 
responsabi l idad de identificar, si lo hay, al servidor público que haya ocas ionado dichos 
daños. 
METODOLOGÍA 
La investigación realizada es de carácter bibliográfico de la cual se desprende la 
inexistencia de un procedimiento especial que sea rápido y expedito encaminado a la 
exigibi l idad de la responsabi l idad patrimonial de la administración pública esto es a que el 
c iudadano obtenga el Pago correspondiente a la Reparación de Daños y Perjuicios causados 
por el servidor público en el ejercicio de sus funciones, en el menor t iempo posible; esto a 
pesar de las reglamentaciones existentes, ya que como vimos el Procedimiento 
Administrat ivo que es el más directo es un proceso en el que el gobernado tendrá que 
realizar t rámites por lo menos por 3 meses para obtener una resolución misma que esta 
condic ionada a un reconocimiento de las Autor idades Administrat ivas. 
Así mismo para el desarrol lo de este trabajo se consul taron los artículos 
relacionados de las Const i tuciones Federal y Local, así como los Códigos, Leyes relativas, 
Libros de Texto y Apuntes recabados durante el estudio de la Maestría. 
Los datos obtenidos son conceptuales a fin de aportar una solución a la falta de un 
Procedimiento especi f ico, que haga exigible la Responsabi l idad Patr imonial a la 
Adminis t rac ión Pública 
El método empleado para obtener la información fue a través de la lluvia de ideas 
las que ordenadas nos permiten remit irnos a la bibliografía necesaria para el desarrol lo del 
tema. 
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CONSTITUCION POLITICA DE LOS 
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS 
TITULO CUARTO 
De las R e s p o n s a b i l i d a d e s de las S e r v i d o r e s P ú b l i c o s 
Artículo 108. Para los efectos de las responsabil idades a que alude este Título se 
reputarán como servidores públicos a los representantes de elección popular, a los 
miembros del Poder Judicial Federal y del Poder Judicial del Distrito Federal, los funcionarios 
y empleados, y, en general, a toda persona que desempeñe un empleo, cargo o comisión de 
cualquier naturaleza en la Administración Pública Federal o en el Distrito Federal, así como a 
los servidores del Instituto Federal Electoral, quienes serán responsables por los actos u 
omisiones en que incurran en el desempeño de sus respectivas funciones. 
El Presidente de la República, durante el t iempo de su encargo, sólo podrá ser 
acusado por traición a la patria y delitos graves del orden común. 
Los Gobernadores de los Estados, los Diputados a las Legislaturas Locales, los 
Magistrados de los Tribunales Superiores de Justicia Locales y, en su caso, los miembros de 
los Consejos de las Judicaturas Locales, serán responsables por violaciones a esta 
Constitución y a las leyes federales, así como por el manejo indebido de fondos y recursos 
federales. 
Las Constituciones de los Estados de la República precisarán, en los mismos términos 
del primer párrafo de este artículo y para los efectos de sus responsabil idades, el carácter de 
servidores públ icos de quienes desempeñen empleo, cargo o comisión en los Estados y en 
los Municipios. 
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DEL ESTADO 
DE NUEVO LEÓN 
T I T U L O VI I 
D E LAS R E S P O N S A B I L I D A D E S D E L O S S E R V I D O R E S 
P U B L I C O S 
Ar t í cu l o 105.- Para los efectos de lo preceptuado en este Título, se reputarán como 
servidores públicos a los representantes de elección popular, a los miembros del Poder 
Judicial, a los servidores o empleados y en general, a toda persona que desempeñe un 
empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la administración pública, ya sea del 
Estado o los Municipios; quienes serán responsables por los actos u omisiones en que 
incurran en ei desempeño de sus respectivas funciones. 
Los ciudadanos que conformen los organismos electorales y los que fueren designados 
para integrar el Tribunal Electoral a que se refiere la Ley Electoral, estarán con motivo del 
desempeño de su encargo, sujeto a las responsabil idades de los servidores públicos a que 
se refieren este articulo y las leyes reglamentarias. 
C Ó D I G O CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL EN MATERIA 
C O M Ú N Y PARA TODA LA REPÚBLICA EN MATERIA 
FEDERAL 
C A P Í T U L O V 
D E LAS O B L I G A C I O N E S Q U E N A C E N 
D E L O S A C T O S I L Í C I T O S 
Artículo 1927.- El Estado tiene obligación de responder del pago de los daños y perjuicios 
causados por sus servidores públicos con motivo del ejercicio de las atribuciones que les 
estén encomendadas. Esta responsabil idad será solidaria tratándose de actos ilícitos 
dolosos y subsidiaria en los demás casos, en los que sólo podrá hacerse efectiva en contra 
del Estado cuando el servidor público directamente responsable no tenga bienes o los que 
tenga no sean suficientes para responder de los daños y perjuicios causados por sus 
servidores públicos. 
CÓDIGO CIVIL PARA EL 
ESTADO DE NUEVO LEÓN 
C A P I T U L O V 
D E L A S O B L I G A C I O N E S Q U E N A C E N 
D E L O S A C T O S I L I C I T O S 
Artículo 1807.- El que obrando ilícitamente o contra las buenas costumbres cause 
diario a otro, está obligado a repararlo, a menos que demuestre que el daño se produjo como 
consecuencia de culpa o negligencia inexcusable de la víctima. 
A r t í cu l o 1808.- El incapaz que cause daño debe repararlo, salvo que la 
responsabil idad recaiga en las personas de él encargadas, conforme lo dispuesto en los 
Artículos 1816, 1817, 1818 y 1819. 
A r t í cu lo 1810.- Cuando una persona hace uso de mecanismos, instrumentos, aparatos 
o substancias peligrosos por sí mismos, por la velocidad que desarrollen, por su naturaleza 
explosiva o inflamable, por la energía de la corriente eléctrica que produzcan o por otras 
causas análogas, está obligado a responder del daño que cause, aunque no obre 
ilícitamente, a no ser que demuestre que ese daño se produjo por culpa o negligencia 
inexcusable de la víctima. 
A r t í cu l o 1812.- La reparación del daño debe consistir en el restablecimiento de la 
situación anterior a él, y cuando ello sea imposible, en el pago de daños y perjuicios con 
sujeción a las siguientes reglas: 
I.- Cuando el daño se cause a las personas y produzca la muerte o 
incapacidad total, parcial o temporal, el monto de la indemnización se fijará 
aplicando las cuotas que establece la Ley Federal del Trabajo, según las 
circunstancias de la víctima, y tomando por base el emolumento o salario 
que perciba. 
II.- En los casos a que se refiere la fracción anterior, cuando el emolumento o 
salario excede del doble del salario mínimo vigente en la zona económica 
de que se trate, no se tomará en cuenta sino esa suma para fijar la 
indemnización. 
III.- Si la víctima no percibe emolumento o salario, o no puede determinarse 
éste, el pago se acordará tomando como base el salario mínimo. 
IV.- Los Créditos por indemnización, cuando la víctima fuere asalariado, son 
intransferibles y se cubrirán en una sola exhibición, salvo convenio entre las 
partes. 
V.- En caso de muerte se cubrirá por gastos funerarios la cantidad de tres 
veces el salario mínimo elevado al mes. 
Artículo 1814.- Las personas que han causado en común un daño, son responsables 
sol idariamente hacia la víctima por la reparación a que están obligadas de acuerdo con las 
disposiciones de este Capítulo. 
Artículo 1815.- Las personas morales son responsables de los daños y perjuicios que 
causen sus representantes legales en el ejercicio de sus funciones. 
Artículo 1816.- Los que ejerzan la patria potestad t ienen obligación de responder de 
los daños y perjuicios causados por los actos de los menores que estén bajo su poder y que 
habiten con ellos. 
Articulo 1818.- Lo dispuesto en los dos Artículos anteriores es aplicable a los tutores, 
respecto de los incapacitados que tienen bajo su cuidado. 
Artículo 1824.- El que paga el daño causado por sus sirvientes, empleados u 
operarios, puede repetir de ellos lo que hubiere pagado. 
Artículo 1825.- El Estado tiene obligación de responder de los daños causados 
por sus funcionarios en el ejercicio de las funciones que les estén encomendadas. 
Esta responsabilidad es subsidiaria y sólo podrá hacerse efectiva contra el Estado, 
cuando el funcionario directamente responsable no tenga bienes, o los que tenga no 
sean suficientes para responder del daño causado. 
Artículo 1826.- El dueño de un animal pagará el daño causado por éste, si no probare 
alguna de estas circunstancias: 
I.- Que lo guardaba y vigilaba con el cuidado necesario; 
II.- Que el animal fue provocado; 
III.- Que hubo imprudencia por parte del ofendido; 
IV.- Que el hecho resulte de caso fortuito o de fuerza mayor. 
Artículo 1827.- Si el animal que hubiere causado ei daño fuere excitado por un tercero, 
la responsabil idad es de éste y no del dueño del animal. 
Artículo 1828.- El propietario de un edificio es responsable de los daños que resulten 
de la ruina de todo o parte de él, si ésta sobreviene por falta de reparaciones necesarias o 
por vicios de construcción. 
Artículo 1829.- Igualmente responderán los propietarios de los daños causados: 
I.- Por la explosión de máquinas, o por la inflamación de substancias 
explosivas; 
II.- Por el humo o gases que sean nocivos a las personas o a las propiedades; 
III.- Por la caída de sus árboles, cuando no sea ocasionada por fuerza mayor; 
IV.- Por las emanaciones de cloacas o depósitos de materias infectantes; 
V.- Por los depósitos de agua que humedezcan la pared del vecino o derramen 
sobre la propiedad de éste; 
VI - Por el peso o movimiento de las máquinas, por las aglomeraciones de 
materias animales o nocivas a la salud o por cualquiera causa que sin 
derecho origine algún daño. 
T I T U L O S E G U N D O 
M O D A L I D A D E S DE LAS O B L I G A C I O N E S 
C A P I T U L O I 
DE L A S O B L I G A C I O N E S C O N D I C I O N A L E S 
Artículo 1834.- La condición es resolutoria cuando cumplida resuelve la obligación 
volviendo las cosas al estado que tenían, como si esa obligación no hubiere existido. 
C A P I T U L O V 
D E L A S O B L I G A C I O N E S D E D A R 
Ar t í cu l o 1919.- Hay culpa o negligencia cuando el obligado ejecuta actos contrarios a 
la conservación de la cosa o deja de ejecutar los que son necesarios para ella. 
I N C U M P L I M I E N T O D E LAS O B L I G A C I O N E S 
C A P Í T U L O I 
C O N S E C U E N C I A S D E L I N C U M P L I M I E N T O 
D E LAS O B L I G A C I O N E S 
Artículo 2006.- Si la cosa se ha perdido, o ha sufrido un detr imento tan grave que, a 
juicio de peritos, no pueda emplearse en el uso a que naturalmente está destinada, el dueño 
debe ser indemnizado de todo el valor legitimo de ella. 
T E R C E R A P A R T E 
T I T U L O P R I M E R O 
D E LA C O N C U R R E N C I A Y P R E L A C I Ó N 
DE L O S C R É D I T O S 
C A P Í T U L O I 
D I S P O S I C I O N E S G E N E R A L E S 
Artículo 2856.- El deudor responde del cumplimiento de sus obligaciones con todos 
sus bienes, con excepción de aquellos que, conforme a la Ley, son inalienables o no 
embargables. 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS CIVILES 
DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN. 
T I T U L O S E X T O 
DE L O S A L E G A T O S 
C A P Í T U L O U N I C O 
Artículo 398.- Concluido el término probatorio, el Juez mandará poner los autos a la 
vista de las partes, por un término común de tres días, para que aleguen de buena prueba. 
El Ministerio Público alegará también cuando el negocio lo requiera. 
Transcurr idos los términos, al siguiente, las partes presentarán los alegatos. 
Artículo 399.- Pasado el término a que se refiere el artículo anterior el juez dictará su 
sentencia dentro del término legal. 
T I T U L O S E G U N D O 
DE L O S J U I C I O S 
C A P Í T U L O I 
D E L J U I C I O O R D I N A R I O 
Artículo 638.- Las controversias que no tuvieren señalada en este Código tramitación 
especial se venti larán en juicio ordinario. 
Artículo 639.- Presentada la demanda y encontrándose ésta ajustada a las 
disposiciones de los artículos 612 y 6I4, estando bien acreditada la personalidad del 
demandante, el juez emplazará a la parte demandada para que la conteste dentro del 
término de nueve días. 
Artículo 642.- Contestada a que sea la demanda o tenida por contestada en los 
términos del Artículo 631, se abrirá el juicio a pruebas si alguna de las partes lo solicita. 
Artículo 643.- El juez, en vista de las constancias del pleito, fijará el término de 
pruebas que, en su concepto, estime suficiente, el que en ningún caso excederá de 
veinticinco días. 
C Ó D I G O PENAL PARA EL ESTADO DE N U E V O LEÓN 
CAPITULO IV 
CULPABILIDAD 
Artículo 26.- Toda persona acusada de delito se presume inocente mientras no 
se pruebe su culpabilidad conforme a la Ley, misma que será determinada en juicio, en el 
que se cumplan todas las formalidades esenciales del procedimiento y se le otorguen las 
garantías necesarias para su defensa. 
Sólo podrá realizarse la imposición de las penas, si la acción u omisión juzgada 
ha sido realizada con dolo, culpa o preterintención. 
Artículo 27.- Obra con dolo el que intencionalmente ejecuta u omite un hecho 
que es sancionado como delito por este código. 
Artículo 28.- Obra con culpa quien realiza el hecho legalmente descrito, por 
inobservancia del deber de cuidado que le incumbe de acuerdo con las circunstancias y sus 
condiciones personales, como imprevisión, negligencia, impericia, falta de reflexión o de 
cuidado. Así mismo en el caso de representarse el hecho como posible y se conduce en la 
confianza de poder evitarlo. 
T I T U L O O C T A V O 
R E S P O N S A B I L I D A D P E C U N I A R I A 
D E R I V A D A D E L D E L I T O 
C A P Í T U L O U N I C O 
Artículo 141.- Toda persona responsable de un hecho delictuoso, lo es también por el 
daño y perjuicio causado por el mismo, y t iene la obligación de repararlo. Esta obligación es 
de orden público respecto a los penalmente responsables. 
Artículo 145.- Están obligados a reparar los daños y perjuicios, como responsabil idad 
civil, en la forma y términos que fije el Código de Procedimientos Penales: 
Quienes ejerzan la patria potestad, los tutores en ejercicio y los que tengan 
ia guarda o custodia legal de los incapacitados, en los términos del Código 
Civil del Estado; 
II.- Los patrones, empresas, negociaciones, personas morales, 
talleres, por los delitos cometidos por sus funcionarios, empleados, obreros, 
encargados, representantes, apoderados, con los medios que se les 
proporcionen o en beneficio o representación de los primeros, o con ocasión de 
las actividades o funciones que les fueren encomendadas; 
III.- La Federación, el Estado y los Municipios, por los delitos cometidos por sus 
servidores públicos en el ejercicio de sus cargos; y 
IV.- Todas las personas físicas, o las morales a las que el Código 
Civil les confiera responsabil idad por actos de terceros. 
Artículo 147.- El Código de Procedimientos Penales determinará la forma para hacer 
efectiva la reparación del daño, y en tanto este no se cubra o garantice, no se concederán 
los beneficios que marca la Ley en los que casos en se exige cal requisito. 
CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS PENALES 
DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN 
Artículo 471.- La reparación del daño y perjuicio que se exija a terceros de acuerdo 
con el Artículo 147 del Código Penal, debe promoverse ante el tr ibunal que conoce del 
procedimiento penal, siempre que no se haya declarado cerrada la instrucción. Se tramitará 
y resolverá conforme a los Artículos siguientes. 
Artículo 472.- La responsabil idad civil por reparación del daño y perjuicio, no podrá 
declararse sino a instancia de la parte ofendida, contra las personas que determina el código 
penal. 
Artículo 473.- En el escrito que inicie el incidente, se expresarán sucintamente y 
numerados, los hechos o circunstancias que hubieren originado el daño y perjuicio, y se 
fijará con precisión la cuantía de éste, así como los conceptos por los que se demande. 
Artículo 474.- Con el escrito a que se refiere el Artículo anterior y los documentos que 
se acompañen, se dará vista al demandado por un plazo de tres días, transcurrido el cual se 
abrirá a pruebas el incidente por el plazo de quince días, si alguna de las partes lo pidiere. 
Artículo 475.- No compareciendo el demandado o transcurrido el período de prueba 
en su caso, el juez, a petición de cualquiera de las partes, oirá dentro de tres días, en 
audiencia verbal, lo que éstas quisieran exponer para fundar sus derechos, y en la misma 
audiencia declarara cerrado el incidente, que fallara al mismo tiempo que el proceso o dentro 
responsabil idad civil, las notificaciones se harán en los términos prevenidos en el Código de 
Procedimientos Civiles. 
Artículo 477.- Las providencias precautorias que pudiere intentar la parte civil, se 
regirán en los términos prevenidos en el Código mencionado en el Artículo anterior. 
Artículo 478.- Cuando la parte interesada en la responsabil idad civil, no promoviere el 
incidente a que se refiere el presente capítulo, después de fallado el proceso respectivo 
podrá exigirlo por demanda puesta en la forma que determine el Código de Procedimientos 
Civiles, según fuere la cuantía del negocio, y ante los tribunales del mismo orden. 
Artículo 479.- El fallo condenatorio en este incidente será apelable en ambos efectos, 
pudiendo interponer el recurso las partes que en el intervengan. Si el fallo fuere absolutorio, 
la apelación será en el efecto devolutivo. La sentencia condenatoria será ejecutada por el 
propio juez, que deberá ajustarse a las disposiciones sobre ejecución de sentencia del 
Código de Procedimientos Civiles. 
CÓDIGO FISCAL DEL ESTADO DE NUEVO LEÓN 
TITULO I 
D i s p o s i c i o n e s G e n e r a l e s 
C A P Í T U L O U N I C O 
Artículo 1o.- Las personas físicas y las morales están obligadas a contribuir para el 
gasto público del Estado conforme a las leyes fiscales respectivas. Las disposiciones de este 
Código se aplicarán en su defecto. 
El Estado, los Municipios y sus organismos descentral izados quedan obligados a pagar 
contribuciones únicamente cuando las leyes lo señalen expresamente. 
Las personas que de conformidad con las leyes fiscales no estén obligadas a pagar 
contribuciones, únicamente tendrán las otras obligaciones que establezcan en forma expresa 
las propias leyes. 
LEY FEDERAL DE RESPONSABILIDADES DE LOS 
SERVIDORES PÚBLICOS 
Artículo 77 Bis.- Cuando en el procedimiento administrativo disciplinario se haya 
determinado la responsabil idad del servidor público y que la falta administrativa haya 
causado daños y perjuicios a particulares, éstos podrán acudir a las dependencias, 
entidades o a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo Administrativo, para que ellas 
directamente reconozcan la responsabil idad de indemnizar la reparación del daño en 
cantidad liquida y, en consecuencia, ordenar el pago correspondiente, sin necesidad de que 
los particulares acudan a la instancia judicial o cualquier otra. 
El Estado podrá repetir de los servidores públicos el pago de la indemnización hecha a 
los particulares. 
Si el órgano del Estado niega la indemnización, o si el monto no satisface al 
reclamante, se tendrán expeditas, a su elección, la vía administrativa o judicial. 
Cuando se haya aceptado una recomendación de la Comisión de Derechos Humanos 
en la que se proponga la reparación de daños y perjuicios, la autoridad competente se 
limitará a su determinación en cantidad líquida y la orden de pago respectiva. 

PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO 
I N I C I A C I Ó N 
A pet ic ión de of ic io 
La prop ia admin i s t rac ión 
impu lsa los t rámi tes de l 
p roced im ien to , ( f unc iones 
admin is t ra t i vas de cont ro l 
y eva luac ión ) 
A pet ic ión d e par te 
So lo se inicia a pet ic ión 
de los par t i cu la res 
(so l ic i tud d e u n a 
l icenc ia o pe rm iso ) 
I N S T R U C C I Ó N 
En es ta e tapa se a l legan 
los e l e m e n t o s para una 
d e t e r m i n a c i ó n 
A p o r t a r p r u e b a s y 
f o r m u l a r a l ega tos 
D E C I S I Ó N 
La au to r idad p resen ta su 
p r o n u n c i a m i e n t o 
c o n f o r m e a los e l e m e n t o s 
q u e se p resen ta ron 
La au to r i dad p r e s e n t a su 
p r o n u n c i a m i e n t o 
c o n f o r m e a los 
e l e m e n t o s q u e se 
p r e s e n t a r o n 
E F I C A C I A 
S e pub l i can las 
d i spos i c i ones q u e a fec tan 
los d e r e c h o s de los 
par t i cu la res a t ravés d e la 
no t i f i cac ión 
Se pub l i can las 
d i spos i c i ones q u e 
a fec tan los d e r e c h o s de 
los par t i cu la res a t ravés 
de la no t i f i cac ión 
Es te p r o c e d i m i e n t o no pod rá excede r de t res m e s e s el t i e m p o para q u e la 
d e p e n d e n c i a u o r g a n i s m o resue lva lo q u e co r responda . 
E L J U I C I O P O L Í T I C O 
D E M A N D A 
P r o c e d e c u a n d o s e 
c a u s a un pe r ju i c io al 
in te rés púb l i co , s e a t a c a 
a las i ns t i t uc iones 
d e m o c r á t i c a s a la f o r m a 
d e gob ie rno , v i o l ac i ón a 
las g a r a n t í a s 
ind iv idua les , a t a c a r al 
su f rag io , v i o l a c i o n e s a 
las leyes. 
Se in ic ia c o n la 
d e n u n c i a , q u e p u e d e 
ser p r e s e n t a d a po r 
cua lqu i e r c i u d a d a n o 
an te la Of i c ia l ía M a y o r 
d e la C á m a r a d e 
D i p u t a d o s , a c o m p a ñ a d a 
d e las p r u e b a s 
s u f i c i e n t e s p a r a 
e s t a b l e c e r la e x i s t e n c i a 
d e la i n f racc ión y p o d e r 
p r e s u m i r la 
r e s p o n s a b i l i d a d . 
El d e n u n c i a n t e t i e n e 3 
d í a s n a t u r a l e s pa ra 
rat i f icar la d e n u n c i a . 
A D M I S I Ó N 
U n a v e z ra t i f i cada la 
d e n u n c i a se t u r n a a la 
s u b c o m i s i ó n d e e x a m e n 
p rev io d e las 
c o m i s i o n e s un idas d e 
g o b e r n a c i ó n y p u n t o s 
c o n s t i t u c i o n a l e s y d e 
jus t i c ia la q u e e x a m i n a 
si el se rv ido r púb l i co 
d e n u n c i a d o po r s u 
e n c a r g o e s s u s c e p t i b l e 
o no d e ser su j e to d e 
ju i c io pol í t ico. 
Es ta s u b c o m i s i ó n d e 
e x a m e n p rev io t i e n e el 
p l azo d e 3 0 d í a s háb i l es 
pa ra reso l ve r s o b r e la 
a c e p t a c i ó n o 
d e s e c h a m i e n t o d e la 
d e n u n c i a . 
I N S T R U C C I Ó N 
S e r e c a b a n las p r u e b a s 
y se i n f o r m a al 
f u n c i o n a r i o d e n u n c i a d o . 
Es ta e t a p a c o m p r e n d e 
3 0 d í a s pa ra o f rece r , 3 
d ías na tu ra l es p a r a q u e 
las pa r tes t o m e n d a t o s , 
6 d ías pa ra q u e 
f o r m u l e n a l e g a t o s y los 
p r e s e n t e n por esc r i t o . 
C o n t i n u a J U I C I O P O L Í T I C O 
C O N C L U S I O N E S 
La s e c c i ó n ins t ruc to ra 
las f o r m u l a d e a c u e r d o 
c o n las c o n s t a n c i a s y 
d e c i d e si se t e r m i n a el 
p r o c e d i m i e n t o o se 
con t i nua . 
En e s t a e t a p a se 
d e c r e t a la s a n c i ó n q u e 
d e b e i m p o n e r s e al 
se rv ido r púb l i co . 
R E V I S I Ó N P O R LA 
C A M A R A D E 
D I P U T A D O S 
E n es ta e t a p a s e 
c o m u n i c a (no t i f i cac ión) 
a las p a r t e s po r el 
p r e s i d e n t e d e la 
C á m a r a d e D i p u t a d o s la 
reso luc ión , h a c i é n d o l e s 
s a b e r q u e t i e n e n 3 d í a s 
pa ra a legar . 
U n a v e z v i s tos los 
a l é g a o s po r la C á m a r a 
d e D i p u t a d o s s e 
p r o c e d e a v o t a r e l 
d i c t a m e n d e la s e c c i ó n 
ins t ruc to ra y s i r e s u e l v e 
q u e no p r o c e d e a c u s a r 
el f u n c i o n a r i o c o n t i n u a 
en su e n c a r g o , en c a s o 
con t ra r i o s e d e s i g n a 
u n a c o m i s i ó n d e 3 
d i p u t a d o s q u e 
s o s t e n d r á la a c u s a c i ó n 
an te la C á m a r a d e 
S e n a d o r e s . 
E N J U I C I A M I E N T O 
La C á m a r a d e 
S e n a d o r e s rec ibe e l 
e x p e d i e n t e , e m p l a z a al 
a c u s a d o a los 3 
D i p u t a d o s y al D e f e n s o r 
pa ra q u e n u e v a m e n t e 
a l e g u e n por un t é r m i n o 
d e 5 d ías , los q u e 
c o n c l u i d o s , la s e c c i ó n 
d e e n j u i c i a m i e n t o 
t a m b i é n f o r m u l a 
c o n c l u s i o n e s 
p r o p o n i e n d o la s a n c i ó n 
a impone r . 
La S e c r e t a r í a d e la 
C á m a r a d e S e n a d o r e s 
rec i be las c o n c l u s i o n e s 
y f i ja f e c h a p a r a la 
a u d i e n c i a e n la q u e s e 
rec ibe a los d i p u t a d o s , 
a l s e r v i d o r púb l i co y su 
d e f e n s o r , y d e s p u é s d e 
q u e a l e g a n se v o t a 
d e c l a r a n d o lo q u e 
c o r r e s p o n d a . 
Es te j u i c i o se e n t a b l a en con t ra de los f u n c i o n a r i o s d e m á s a l ta j e r a r q u í a d e los t res 
p o d e r e s d e la U n i ó n ( E jecu t i vo , Leg is la t i vo y Jud ic ia l ) . 
J U I C I O O R D I N A R I O C I V I L 
P R O C E D I M I E N T O A C T U A L P R O P U E S T O 
D E M A N D A 5 D Í A S 
C O N T E S T A C I Ó N 9 D Í A S 5 D Í A S P A R A 
O F R E C E R 
P R U E B A S 
5 D Í A S P A R A 
O F R E C E R 20 D Í A S 
P A R A D E S A H O G A R 
1 S O L A A U D I E N C I A 
P A R A A D M I T I R Y 
D E S A H O G A R 
P R U E B A S 
A L E G A T O S 3 D Í A S 
S E P R E S E N T A R A N 
D E N T R O D E LA 
A U D I E N C I A D E 
D E S A H O G O D E 
P R U E B A S 
S E N T E N C I A 8 D Í A S 
En el p r o c e d i m i e n t o ac tua l se t o m a n en c u e n t a ú n i c a m e n t e los d í a s háb i l es , e n el 
p r o c e d i m i e n t o q u e se p r o p o n e los d í a s se r ían na tu ra les . 
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